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[bookmark: _Toc366755199]Nº 002-2023
JUNTA ADMINISTRADORA DEL FONDO DE JUBILACIONES Y PENSIONES DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas treinta y tres minutos del diecisiete de enero de dos mil veintitrés.
[bookmark: _Toc84564292]Sesión ordinaria con asistencia del Presidente, doctor Juan Carlos Segura Solís, del Vicepresidente, licenciado Arnoldo Hernández Solano, del Secretario, máster Rodrigo Arroyo Guzmán, del Tesorero, licenciado Parris Quesada Madrigal, y del Director 2, máster Alexander Arguedas Vindas. 
También asisten el máster Oslean Mora Valdez, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, y el licenciado Eduardo Chacón Monge, en su orden, Director interino, Subdirectora interina y Asesor Jurídico, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
El Director 1, licenciado Freddy Chacón Arrieta, se encuentra ausente con justificación.
[bookmark: _Toc124527755]ARTÍCULO I
Documento N° 13-2023
Aprobación del orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Por unanimidad, se acordó: Aprobar el orden del día presentado por la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 
[bookmark: _Toc124527757]ARTÍCULO II
Documento N° 14-2023
Aprobación del acta N° 001-2023 de la sesión celebrada el 10 de enero de 2023. 
El máster Alexander Arguedas Vindas, se abstiene de votar por no participado de la sesión.
Por mayoría, se acordó: Aprobar el acta N° 001-2023 de la sesión celebrada el 10 de enero de 2023.
[bookmark: _Toc124527764][bookmark: _Toc124527766]ARTÍCULO III
Documento N° 42-2023
Manifiestan los integrantes de esta Junta Administradora del Poder Judicial, que es momento de proceder con la postulación del Presidente de la JUNAFO, para el periodo de febrero 2023 a febrero 2024.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano expresa que, como está reglamentado a él le asiste ser un posible candidato, pero que por el cariño que le tiene a esta Junta y a la Dirección de la JUNAFO como tal, prefiere abstenerse de postularse, a sabiendas de que no es abogado y que es imperiosamente necesario para la representación de los juicios pendientes, que son bastantes, y que, en aras de lo citado, declina su postulación para el puesto de presidente en ese sentido. 
El máster Alexander Arguedas Vindas señala que, es parte de los miembros elegidos por el colectivo judicial que tienen derecho a ser electos o postulantes para la presidencia, y que en su caso tenía emoción de ser presidente, sin embargo, hay muchas coyunturas que se han presentado en los últimos meses, que necesariamente podrían poner en riesgo la continuidad a los procesos que tiene el Fondo, por lo anterior, declina postularse para el puesto.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán comenta que, interpreta que, esta declinación por parte de las personas integrantes que representan el colectivo judicial para optar por la presidencia es momentánea o transitoria, únicamente a efectos de que posteriormente cuenten con la contratación de abogados para ejercer la representación legal de esta Junta, o bien, que la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, cuenten con las competencias requeridas. Y que con la claridad que tienen todos los integrantes por parte del patrono, que por este periodo les corresponde a los miembros que representan al colectivo. 
El licenciado Hernández Solano está de acuerdo con lo que menciona el integrante Rodrigo Arroyo, en el sentido de que es una situación temporal, basada en la representación judicial y la constitución normal de los 12 puestos que existen reglamentariamente para la elección o nombramiento de la totalidad de los integrantes, por lo que reitera su declinación.
El máster Arguedas Vindas refiere que, su declinación es temporal basado en lo mencionado en líneas atrás.
El licenciado Parris Quesada Madrigal indica que, se encuentran en una coyuntura importante y diferente de lo que es un órgano colegiado, y en virtud de que los dos miembros que forman parte de esta Junta en representación del colectivo judicial declinan momentáneamente para la elección de la presidencia de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se ven en una situación especial y considera que deben de tomar una decisión al respecto y entrar a conocer si alguno de los integrantes del patrono desea participar en esta elección o mantener la continuidad temporal del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente actual de esta Junta, por la coyuntura que se está dando en este momento.
Señala que es importante que quede en esta acta, que la conformación de esta Junta Administradora ha tenido situaciones especiales, donde actualmente tienen miembros en la suplencia fungiendo de titulares y se podrían ver algunas anomalías importantes si un suplente queda de presidente de esta Junta Administradora.
Recalca que esta posición que se está adoptando como se indicó anteriormente, es temporal y se va a organizar en su momento para ordenar la situación de los nombramientos de cada uno de los integrantes de esta Junta Administradora, y en este particular de la presidencia.
Considera que, viendo la coyuntura, deben de tomar la decisión de mantener la continuidad del señor presidente actual, para no entrar en una situación difícil de representación legal de esta Junta Administradora y que como dijeron los miembros del colectivo judicial, don Arnoldo y don Alexander, valorar la situación que se presenta, es una decisión muy atinada de parte de ellos.
Agrega que desde su punto de vista la posición que ellos mantienen es para darle continuidad a la Junta Administradora, particularmente desde la presidencia, así mismo, propone también la continuidad del doctor Juan Carlos Segura Solís en la presidencia, por la coyuntura citada.
El licenciado Hernández Solano considera que debe quedar cerrado este artículo y que hay un documento emitido por la Asesoría Jurídica, por lo que propone continuar con el siguiente artículo para conocer el criterio y ver la posibilidad de la reelección temporal de don Juan Carlos en ese sentido.
El doctor Juan Carlos Segura Solís expone que, en virtud de que los dos representantes de los gremios no se postulan, y dada la prórroga o reelección momentánea de su persona para la presidencia, propone escuchar el criterio emitido por la Asesoría Jurídica al respecto, y así mismo expresa su aceptación como presidente, basado en dicho informe de la Asesoría Jurídica.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Previamente a resolver lo que corresponda, se procede a conocer el criterio jurídico N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, remitido por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en el siguiente artículo.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
[bookmark: _Toc124527761]ARTÍCULO IV
Documento N° 1160-2022 / 18-2023
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, comunicaron:
“La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (en adelante JUNAFO), en sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo XVII, conoció las manifestaciones del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, quien considera necesario buscar alguna interpretación jurídica, que aclare si es posible que el doctor Juan Carlos Segura Solís, se mantenga ejerciendo como presidente de la JUNAFO, durante más tiempo de lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, considerando las valoraciones analizadas en el citado acuerdo.

I.- ASPECTOS A CONSIDERAR:

1.- La Ley Orgánica del Poder Judicial (en adelante L.O.P.J) en su artículo 240 establece:

“En la primera sesión ordinaria, la Junta designará a la persona que habrá de presidir las sesiones, esta designación se hará por un espacio temporal de un año, debiendo alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y de la Corte Plena. Además, se designará a quien le sustituya en caso de ausencia. La persona que preside tendrá voto calificado en caso de empate.” (El resaltado es propio).

2.- Como precedente administrativo, es importante recalcar que, cuando se cumple un año calendario desde la primera integración de la JUNAFO, se realiza una votación por parte de las personas integrantes de este cuerpo colegiado, para tomar la decisión de cual integrante iniciará el año ostentando la figura de presidente, conforme al grupo representativo que por rol corresponda, entiéndase los elegidos por Corte Plena en representación del patrono, o en su defecto los elegidos por el colectivo judicial.

3.- La L.O.P.J no prevé cómo debe proceder la JUNAFO cuando las personas integrantes no pueden consensuar respecto al nombramiento del puesto de presidencia o cuando no existan oferentes para ocupar dicho cargo.

4.- De conformidad con la L.O.P.J, corresponde a la persona con cargo de presidente de la Junta Administradora, la representación judicial y extrajudicial de la Junta y por ende del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (FJPJ). 

5.- Con base en el principio de continuidad y eficiencia de los servicios públicos, así como la obligatoriedad de la prestación de los mismos, es mandatorio que el órgano colegiado no deje de sesionar, en aras de proteger los intereses de las personas afiliadas a este régimen (beneficiarias actuales o personas funcionarias activas), así como mantener una sana administración de los recursos que integran al Fondo.

6.- Debe considerarse además que, en la actualidad, la JUNAFO se encuentra afrontando varios procesos jurisdiccionales, por lo que adquiere mucha relevancia que, quien ostente la presidencia del órgano, pueda representarlo en los diferentes procesos, considerando que no se tiene claridad si las personas que actualmente están nombradas como asesoras jurídicas de la JUNAFO, puedan representar al órgano judicialmente, valorando el perfil competencial aprobado para esos puestos.

7.- La Procuraduría General de la República ha indicado en múltiples ocasiones que la JUNAFO, al ser un órgano con desconcentración máxima y con personería jurídica instrumental, a pesar de mantener su relación con el Poder Judicial, debe tener representación judicial propia, por lo cual el “Abogado del Estado”, representa parcialmente al órgano en los procesos judiciales, recayendo parte de la representación en el mismo órgano. 

II.- ANÁLISIS DE FONDO:

De conformidad con lo antes expuesto, se procede a emitir el criterio requerido, en los siguientes términos:

El numeral 14 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, señala que la Junta Administradora del Fondo, en la primera sesión ordinaria de febrero de cada año, tendrá como primer punto de agenda, la elección de su Directorio, conformado por la persona con cargo de presidente, vicepresidente, secretaría y tesorero, así como las restantes personas integrantes directoras. El artículo de cita, enfatiza que el cargo de presidente deberá alternarse cada año entre los representantes del colectivo judicial y los de Corte Plena, esto en concordancia con el artículo 240 de la L.O.P.J. 

En la actualidad, el doctor Juan Carlos Segura Solís está próximo a concluir su nombramiento como presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siendo a éste a quien correspondió actuar en representación de Corte Plena, lo que implica que, en la próxima elección de presidencia de la JUNAFO, correspondería nombrar a un representante del colectivo judicial, por ende, se debe realizar la votación correspondiente en el pleno de la sesión, para la elección de la persona que presidirá el órgano, por lo que debe existir acuerdo entre las personas integrantes de la JUNAFO, de lo contrario se crearía una situación de anormalidad administrativa, ante la incertidumbre de lo que pueda acontecer en el corto plazo.

Del estudio de la normativa atinente y en relación con la consulta del máster Rodrigo Arroyo Guzmán, se desprende que existe una laguna o vacío normativo en el ordenamiento administrativo, en tanto no previó el supuesto de que, al concluir el nombramiento anual de la presidencia, los integrantes de la JUNAFO no convinieran respecto a quién nombrar en ese puesto, ni cómo proceder cuando no existieran oferentes para ocupar dicho cargo.

De esta manera, considera esta Asesoría que debemos recurrir a la labor hermenéutica del operador jurídico, que si bien en sede administrativa, difiere del ejercicio de la función jurisdiccional regulado en el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial; para la función administrativa, la Ley General de la Administración Pública, en sus numerales 7, 8 y 9 prevé esa labor exegética con un alcance diferente al jurisdiccional.

Estipulan estos numerales:

"Artículo 7.-

1. Las normas no escritas -como la costumbre, la jurisprudencia y los principios generales de derecho- servirán para interpretar, integrar y delimitar el campo de aplicación del ordenamiento escrito y tendrán el rango de la norma que interpretan, integran o delimitan.

2. Cuando se trate de suplir la ausencia y no la insuficiencia, de las disposiciones que regulan una materia, dichas fuentes tendrán rango de ley.

3. Las normas no escritas prevalecerán sobre las escritas de grado inferior."

"Artículo 8.-

El ordenamiento administrativo se entenderá integrado por las normas no escritas necesarias para garantizar un equilibrio entre la eficiencia de la Administración y la dignidad, la libertad y los otros derechos fundamentales del individuo."

"Artículo 9.-

1. El ordenamiento jurídico administrativo es independiente de otras ramas del derecho. Solamente en el caso de que no haya norma administrativa aplicable, escrita o no escrita, se aplicará el derecho privado y sus principios.

2. Caso de integración, por laguna del ordenamiento administrativo escrito, se aplicarán por su orden, la jurisprudencia, los principios generales del derecho público, la costumbre y el derecho privado y sus principios."

Al respecto, la doctrina en cuanto al tema de la integración del Derecho Administrativo, las lagunas y la posibilidad de utilizar reglas jurisprudenciales como los principios generales para complementarlo e interpretarlo, señala:

"Todas estas posibilidades pueden transformarse en verdaderas reglas de la administración e integrar, con la Constitución y la ley, el llamado bloque de legalidad.

Es posible que una norma no escrita pueda fundar la existencia de una potestad administrativa, aun en completo silencio de las normas escritas. En este supuesto, de acuerdo con el artículo 5 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, puede haber potestades administrativas, incluso desfavorables al particular, que nazcan de una laguna de la ley.

En todas estas hipótesis, es posible, como se dijo, no sólo que haya un principio que llene la laguna imponiendo deberes y obligaciones particulares a la Administración, sino también un principio que le otorgue potestades o facultades". (ORTIZ ORTIZ, Eduardo. Tesis de Derecho Administrativo, Medellín-Colombia. Biblioteca Jurídica Dike, 2002, tomo I, págs. 225-226).

En este orden de ideas, cabe agregar que la Procuraduría General de la República, en dictamen número C-359-2007 del 3 de octubre del 2007, indicó la posibilidad de utilizar la analogía como técnica de integración del ordenamiento jurídico:

"Las normas escritas no siempre son capaces de cubrir todos los supuestos fácticos que pueden presentarse. (…) Por ello, el derecho ha admitido una serie de métodos de integración que permiten solventar los inconvenientes generados por esas lagunas normativas.

Uno de esos métodos es la "analogía", que en palabras del tratadista Juan Francisco Linares, se explica de la siguiente manera:

Aplicada al derecho la analogía lógica y estimada como justala racionalidad que la funda y caracteriza, tiene ella, en materia de interpretación lato sensu de la ley, la gran misión de ayudar a formar la norma general que rige ciertos casos no contemplados por leyes vigentes."

En concordancia con lo anterior y teniendo clara la posibilidad que tiene la Administración de integrar el ordenamiento jurídico, recurriremos según lo expuesto (artículo 9 inciso 2 de la Ley General de la Administración Pública) a las normas no escritas: como la jurisprudencia y los principios generales.

Así las cosas, conviene citar la figura de la “prorrogatio”, misma que es concebida por la doctrina italiana y en virtud de la cual se permite la prolongación automática de la investidura en tanto se produce la designación, el nombramiento, o la elección - según corresponda- del sucesor.

Sobre este tema, la Procuraduría General de la República, en su dictamen N° C-025-97, señaló:

"Concretamente, la “prorrogatio” se reconoce para evitar una solución de continuidad, de manera que se permite que la autoridad administrativa que ha perdido su competencia continúe ejercitándola parcialmente hasta la instalación de su sucesor. Se trata de un régimen transitorio aplicable también a los órganos colegiados y cuyo presupuesto es la pérdida de la competencia”

En ese sentido, si la JUNAFO entrara en la disyuntiva de que no pueden convenir en la votación para la elección del nuevo presidente del órgano para el siguiente periodo anual, conforme lo establece la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 240, se debe buscar una alternativa para que el órgano continúe funcionando hasta tanto acuerden la nueva elección, en este punto es donde se podría evaluar la aplicabilidad de la figura del “prorrogatio”, en el sentido de que el presidente actual continúe hasta tanto el órgano colegiado nombre a su sucesor en votación consensuada.

Como precedente administrativo a la aplicación de esta figura, en la institución tenemos el caso del nombramiento de la doctora Mayra Campos Zúñiga, a la cual, luego de que se le venciera su nombramiento como Fiscala Subrogante el 19 de diciembre del año 2015 y ante la necesidad sobrevenida de nombrar a una persona en este puesto, tras el permiso otorgado para salir del país concedido al licenciado Jorge Chavarría Guzmán, a la sazón Fiscal General de la República, quien efectivamente salió del país dejando a la institución sin representación, le fue prorrogado su nombramiento como Fiscala Subrogante de la Fiscalía General de la República, a partir del 25 de enero de 2016, quedando habilitada en el puesto hasta que se nombrara a una persona titular. Para llevar a cabo la escogencia de la doctora Campos Zúñiga, la Corte Plena argumentó lo siguiente:

“Como bien dice el Magistrado Jinesta, existe una institución en el Derecho Administrativo, es una figura que desarrolló la doctrina italiana, que es la prorrogatio, y es que cuando se le vence a un funcionario un plazo, para no dejar acéfala la institución, lo que se hace es prorrogar el nombramiento hasta que el órgano titular nombre; la finalidad es garantizar la continuidad del servicio, y que la institución no se quede acéfala, o sin un jerarca que tome las decisiones que a diario tienen que tomarse en una institución.

No sé si en este caso, al existir una Fiscala Subrogante, se entendería que en ausencia del titular, ella debería de continuar con las funciones, de manera que me parece que lo que debería aplicarse, como bien lo dice el Magistrado Jinesta, es la figura de la prorrogatio, es decir, quien en ese momento es la Fiscala Subrogante, ante la falta de designación de un nuevo Fiscal o Fiscala Subrogante, y ante la ausencia del titular, es a ella la que le corresponde asumir la titularidad, o la función de jerarca de la institución”.

En este orden de ideas, es propio indicar que resulta imperativo asegurar la continuidad de funcionamiento de la JUNAFO con la representación de un presiente, es decir, el órgano no puede estar sin esta figura, considerando los numerosos trámites que debe realizar, por ende, ante una posible ausencia de consenso para la elección de la persona que ocupará esa figura dentro del órgano, es imperativo la permanencia de quien lo esté ocupando en este momento, toda vez que la toma de decisiones por parte del órgano decisor, tiene abierta incidencia en la esfera jurídica de las personas contribuyentes y destinatarias de los recursos del Fondo, siendo así que de realizarse un juicio de ponderación, debe tomarse en consideración el necesario cumplimiento del bloque de legalidad administrativo - dado que nada habilita a su desaplicación- más adecuado a las circunstancias propias del caso, y dentro de la plenitud propia pretendida por el derecho administrativo en cuanto a la aplicación de sus fuentes particulares del derecho. Debe tenerse en consideración que, el nombramiento de la presidencia en la situación que enfrenta la JUNAFO, podría extenderse por tiempo indeterminado, como ocurrió con Corte Plena, la cual cuenta con una mayor cantidad de integrantes que la JUNAFO y que recientemente se enfrentó a la elección del puesto de presidencia, siendo que la votación inició el 29 de agosto del 2022, pero al no haberse podido poner de acuerdo las personas integrantes de la Corte, debieron pasar por 19 rondas de votaciones para escoger presidente durante los próximos cuatro años, siendo que fue hasta el lunes 26 de setiembre del 2022, cuando finalmente se logró el total de votos requeridos para designar al presidente. De la misma forma como aconteció en la situación descrita, el Órgano de Dirección podría permanecer por un periodo importante sin que se pueda realizar el nombramiento del puesto de presidencia, lo que implicaría la imperiosa necesidad de que la persona que ostenta dicha figura, continúe ejerciendo de presidente hasta tanto convenga la elección del nuevo presidente, evitando la paralización de las sesiones y la afectación al conglomerado judicial.

Así, en la jurisprudencia administrativa se ha dicho que la existencia del órgano colegiado deriva de su integración plena. En diversos pronunciamientos, la Procuraduría General de la República ha debido pronunciarse respecto de los problemas que se enfrentan cuando existe falta de nombramiento de los directores de órganos colegiados. La jurisprudencia actual sobre dicho tema parte del dictamen N. C-195-90 de 20 de noviembre de 1990, desarrollado luego en los Ns. C-015-97 de 27 de enero de 1997 y C-025-97 de 7 de febrero del mismo año. Desde ellos ha sido constante el criterio de la Procuraduría General de la República en cuanto que la integración del órgano es fundamental para considerar que éste existe jurídicamente y, por ende, esa integración es presupuesto indispensable para que pueda funcionar. En consecuencia, en caso de que el puesto de presidencia esté vacante, y la ley no haya previsto el supuesto de que el Órgano colegiado no se pueda poner de acuerdo de a quién nombrar o no hayan oferentes para el cargo, se entiende que el órgano no estaría integrado y, por consiguiente, no puede sesionar, lo que provoca una disrupción del funcionamiento no solo del colegio, sino que, también, afecta la institución dentro de la cual éste se haya incardinado.

En razón de lo anterior, para asegurar la continuidad en la prestación de la actividad del órgano y reducir al mínimo el riesgo creado, sin desaplicar el bloque de legalidad existente y siendo que no existe norma alguna que autorice a deshabilitar el ordenamiento jurídico, estima esta unidad asesora que la Ley General de la Administración Pública habilita la posibilidad de que se prorrogue el nombramiento del doctor Juan Carlos Segura Solís como presidente de la JUNAFO, en tanto el órgano llegue a un acuerdo consensuado para la elección de la persona que ocupara la figura, siendo que sobre éste descansan la experiencia al frente del órgano y la idoneidad para representar a la JUNAFO en los procesos jurisdiccionales pendientes por su condición de profesional en Derecho, valorando que actualmente no se ha podido contratar representación legal para que colaboren con los diferentes procesos, considerando que, el proceso de contratación administrativa para esos efectos está en trámite, además, no se tiene claridad si las plazas de asesoramiento jurídico de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tienen competencia para realizar esa representación y, se enfatiza, dichos procesos requieren para su desarrollo y posterior fenecimiento, la realización de una serie de actos a través de los cuales se garantice no sólo el debido proceso sino la emisión de un fallo que, si no se puede llevar a cabo con prontitud al menos que sea justo y conveniente para los intereses del Fondo que se representa.

En este sentido, debe entenderse que el ejercicio de las competencias bajo el supuesto previsto y contemplado en la alternativa de análisis debe ser considerada bajo los principios pro fondo y pro persona, vistos ambos no como excluyentes, sino más bien como complementarios al propósito del régimen creado para las personas servidoras del Poder Judicial.   

En consecuencia, se advierte que la aplicación de la figura de “prorrogatio”, está amparada por la presunción de legitimidad de la conducta administrativa y se encuentra conforme a derecho, aplicando el ordenamiento jurídico de cita por parte de esta unidad asesora. 

III.- CONCLUSIONES:

Conforme los razonamientos expresados anteriormente y la normativa, criterios y precedentes invocados, esta unidad asesora estima oportuno concluir lo siguiente:

1. En materia de Administración pública una figura generalmente admitida es la “prorrogatio”, lo que significa que si el servidor al vencerle el término por el cual había designado ha sido imposible o ha habido justa causa para no nombrar a quien debe sucederlo en el cargo, se entiende prorrogado su nombramiento mientras se le hace frente a la situación de anormalidad administrativa.

1. Así las cosas, resulta procedente echar mano a la figura estudiada y mantener al Dr. Juan Carlos Segura Solís en el cargo de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en el caso hipotético de que el órgano no logre consensuar la designación de la persona que asumirá el puesto de presidencia.

1. Lo anterior se entiende como una estrategia necesaria para asegurar la continuidad del servicio público y el beneficio conjunto para el Fondo y para las personas usuarias del mismo, en el entendido de que será hasta tanto sea elegida la persona que ocupará el cargo, por lo que, de manera constante, deberán procurar como órgano, llegar a un acuerdo para la selección del mismo, y de esta forma cumplir con lo establecido en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 

De esta forma, se deja rendido el criterio requerido mediante sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo XVII, para lo que a bien estime disponer.”
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MANIFESTACIONES DE LOS INTEGRANTES:
Toma la palabra el presidente Segura Solís y expone que, conforme se externó en el artículo anterior, se procede con el procedimiento para tomar la decisión en cuanto a la elección de la persona integrante que ocupará el cargo de presidente para el periodo 2023, por ende, se procede a transcribir lo manifestado en el artículo III de la presente acta:
“Manifiestan los integrantes de esta Junta Administradora del Poder Judicial, que es momento de proceder con la postulación del Presidente de la JUNAFO, para el periodo de febrero 2023 a febrero 2024.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano expresa que, como está reglamentado a él le asiste ser un posible candidato, pero que por el cariño que le tiene a esta Junta y a la Dirección de la JUNAFO como tal, prefiere abstenerse de postularse, a sabiendas de que no es abogado y que es imperiosamente necesario para la representación de los juicios pendientes, que son bastantes, y que, en aras de lo citado, declina su postulación para el puesto de presidente en ese sentido. 
El máster Alexander Arguedas Vindas señala que, es parte de los miembros elegidos por el colectivo judicial que tienen derecho a ser electos o postulantes para la presidencia, y que en su caso tenía emoción de ser presidente, sin embargo, hay muchas coyunturas que se han presentado en los últimos meses, que necesariamente podrían poner en riesgo la continuidad a los procesos que tiene el Fondo, por lo anterior, declina postularse para el puesto.
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán comenta que, interpreta que, esta declinación por parte de las personas integrantes que representan el colectivo judicial para la optar presidencia es momentánea o transitoria, únicamente a efectos de que posteriormente cuenten con la contratación de abogados para ejercer la representación legal de esta Junta, o bien, que la Asesoría Jurídica de la JUNAFO, cuenten con las competencias requeridas. Y que con la claridad que tienen todos los integrantes por parte del patrono, que por este periodo les corresponde a los miembros que representan al colectivo. 
El licenciado Hernández Solano está de acuerdo con lo que menciona el integrante Rodrigo Arroyo, en el sentido de que es una situación temporal, basada en la representación judicial y la constitución normal de los 12 puestos que existen reglamentariamente para la elección o nombramiento de la totalidad de los integrantes, por lo que reitera su declinación.
El máster Arguedas Vindas refiere que, su declinación es temporal basado en lo mencionado en líneas atrás.
El licenciado Parris Quesada Madrigal indica que, se encuentran en una coyuntura importante y diferente de lo que es un órgano colegiado, y en virtud de que los dos miembros que forman parte de esta Junta en representación del colectivo judicial declinan momentáneamente para la elección de la presidencia de esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Añade que se ven en una situación especial y considera que deben de tomar una decisión al respecto y entrar a conocer si alguno de los integrantes del patrono desea participar en esta elección o mantener la continuidad temporal del doctor Juan Carlos Segura Solís, presidente actual de esta Junta, por la coyuntura que se está dando en este momento.
Señala que es importante que quede en esta acta, que la conformación de esta Junta Administradora ha tenido situaciones especiales, donde actualmente tienen miembros en la suplencia fungiendo de titulares y se podrían ver algunas anomalías importantes si un suplente queda de presidente de esta Junta Administradora.
Recalca que esta posición que se está adoptando como se indicó anteriormente, es temporal y se va a organizar en su momento para ordenar la situación de los nombramientos de cada uno de los integrantes de esta Junta Administradora, y en este particular de la presidencia.
Considera que, viendo la coyuntura, deben de tomar la decisión de mantener la continuidad del señor presidente actual, para no entrar en una situación difícil de representación legal de esta Junta Administradora y que como dijeron los miembros del colectivo judicial, don Arnoldo y don Alexander, valorar la situación que se presenta, es una decisión muy atinada de parte de ellos.
Agrega que desde su punto de vista la posición que ellos mantienen es para darle continuidad a la Junta Administradora, particularmente desde la presidencia, así mismo, propone también la continuidad del doctor Juan Carlos Segura Solís en la presidencia, por la coyuntura citada.
El licenciado Hernández Solano considera que debe quedar cerrado este artículo y que hay un documento emitido por la Asesoría Jurídica, por lo que propone continuar con el siguiente artículo para conocer el criterio y ver la posibilidad de la reelección temporal de don Juan Carlos en ese sentido.
El doctor Juan Carlos Segura Solís expone que, en virtud de que los dos representantes de los gremios no se postulan, y dada la prórroga o reelección momentánea de su persona para la presidencia, propone escuchar el criterio emitido por la Asesoría Jurídica al respecto, y así mismo expresa su aceptación como presidente, basado en dicho informe de la Asesoría Jurídica”.
Considerando las manifestaciones anteriores, el presidente doctor Segura Solís, le otorga la palabra a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que desarrolle los alcances del criterio anteriormente transcrito.
Toma la palabra el licenciado Eduardo Chacón Monge y expone que, el criterio jurídico abarca la hipótesis de que, que sucede si no hay postulantes por parte de la representación del colectivo judicial o el órgano no llega a un consenso en cuanto a la elección. Y explica que, al no existir postulantes, el órgano no se puede quedar sin la figura del presidente por el tipo de funciones y competencias que le otorga la Ley Orgánica del Poder Judicial.
Hasta tanto no existan postulantes, el remedio jurídico para este tipo de situaciones es que la persona que actualmente está fungiendo la función de presidente, se le prorrogue momentáneamente el nombramiento, para no dejar al órgano sin esa figura, además, actualmente existen procesos jurisdiccionales en donde está involucrada la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, considerando la necesidad de que el presidente represente al órgano en los diferentes despachos judiciales, que actualmente son el Tribunal Contencioso Administrativo y el Juzgado Laboral.
Añade que el criterio jurídico lo que desarrolla es la hipótesis en donde no existen oferentes o no hay consenso entre los integrantes, sobre esto, el remedio procesal es aplicar la figura del “prorrogatio”, que es extender el nombramiento a quien en este momento está ostentando la figura de presidente, hasta tanto exista otro remedio procesal, que sería la incorporación de nuevos integrantes o los que estén actualmente se postulen para el puesto, siempre y cuando se subsane el problema que se está dando, que es no tener representación judicial, motivo por el cual declinaron su participación.
Señala que lo que se estaría implementando es una prórroga del nombramiento vigente, que no es elegirlo nuevamente, y hasta tanto no se subsane lo explicado en líneas atrás. 
Las personas integrantes del órgano manifiestan que acogen lo externado en el criterio jurídico presentado por el licenciado Chacón Monge y el licenciado Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO.
Posteriormente, los integrantes proceden con la definición de los cargos para la integración de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siendo el licenciado Arnoldo Hernández Solano, Vicepresidente, el máster Rodrigo Arroyo Guzmán, Secretario, el licenciado Parris Quesada Madrigal, Tesorero, el máster Alexander Arguedas Vindas, Director 1, y el licenciado Freddy Chacón Arrieta Director 2.
Se procede con la votación y se aprueba por unanimidad.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, propone que se haga de conocimiento de Corte Suprema y del Consejo Superior, tanto este artículo como el anterior, así como las motivaciones que han tenido para esta elección. 
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, añade que también es importante hacerlo de conocimiento de la Superintendencia de Pensiones.
CONSIDERACIONES DE FONDO:
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial actualmente posee procesos jurisdiccionales en contra en diferentes despachos judiciales, entre ellos el Tribunal Contencioso Administrativo y el Juzgado Laboral. 
Actualmente se tiene la particularidad de que el presidente del órgano es el doctor Juan Carlos Segura Solís, quien ostenta las calidades de abogado, esto ha beneficiado a que pueda poseer la representación legal del órgano y asistir a los tribunales en los diferentes procesos.
El periodo de presidencia del doctor Juan Carlos Segura Solís finaliza el 26 de enero de 2023.
Aparte del doctor Juan Carlos Segura Solís, ninguna persona tiene la representación legal del órgano para asistir a los diferentes despachos cuando se tengan diligencias en los diferentes procesos jurisdiccionales.
La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, actualmente posee dos plazas de asesoría jurídica, sin embargo, no se tiene claridad si esas plazas pueden asistir a las audiencias de los diferentes procesos jurisdiccionales que se tramitan en contra del órgano, considerando el perfil competencial para ese tipo de puestos, por esto, se gestionó ante la Dirección de Gestión Humana valorar el perfil de las citadas plazas mediante oficio N° 0500-JUNAFO-2022, con la finalidad de tener claridad con las interrogantes planteadas.
Actualmente la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial no puede contratar abogados externos –representación privada-, debido a que se debe contratar apegado a los lineamientos de la Ley General de Contratación Pública y actualmente se está desarrollando el cartel de contratación, por ende, esa vía es una medida a incorporar en el mediano plazo.
El artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, establece que la figura de presidente del órgano, se debe alternar cada año entre los representantes del Colectivo Judicial y de la Corte Plena.
El doctor Juan Carlos Segura Solís es un integrante del órgano en representación de Corte Plena, por ende, a la persona que se debe elegir para este nuevo periodo, debe ser de las personas integrantes que representan al Colectivo Judicial.
Actualmente de parte de la representación del Colectivo Judicial, están nombrados los siguientes integrantes:
· Licenciado Arnoldo Hernández Solano, en calidad de propietario.
· Máster Alexander Arguedas Vindas, en calidad de suplente.
· Licenciado Freddy Chacón Arrieta, en calidad de suplente.
Desde el mes de noviembre de 2022, el integrante licenciado Fredy Chacón Arrieta, no ha asistido a las sesiones de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.
Debido a lo anterior, los únicos posibles oferentes para asumir el cargo en el periodo 2023, serían los integrantes Arnoldo Hernández Solano y Alexander Arguedas Vindas. 
Como se analizó en líneas atrás, tanto el integrante Hernández Solano, así como el integrante Arguedas Vindas, desisten de participar como oferentes para optar en el puesto de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por el periodo 2023, con fundamento en que, como posibles presidentes, no pueden representar al órgano en los diferentes procesos judiciales por no ser abogados, considerando que no se pueden contratar abogados externos y que no se tiene certeza si los asesores jurídicos del órgano pueden asumir esa función (situación que se encuentra en estudio por parte de la Dirección de Gestión Humana).
Por ende, al no existir momentáneamente oferentes por parte del Colectivo Judicial para asumir la presidencia, se está en una imposibilidad de aplicar lo normado en el artículo 240 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en cuanto a la rotación de la figura que preside el órgano.
Bajo este panorama, es imperativo que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, adopte una medida para que el órgano pueda seguir funcionando correctamente, en aras de mantener el servicio público y resguardar los intereses del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por esto, como una alternativa momentánea, se estima necesario aplicar la figura denominada prorrogatio, permitiendo que el doctor Juan Carlos Segura Solís, continúe ejerciendo el puesto de presidencia del órgano hasta tanto se solucione la distorsión jurídica que se presentó, en el sentido de que no existen oferentes que quieran optar por el puesto. 
Se acuerda:	Por todos los argumentos anteriormente expuestos, se acuerda lo siguiente: 1.) Tener por recibido el oficio N° 0002-AJ/DJA-2023 del 13 de enero de 2023, suscrito por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos interinos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 2.) Considerando que el periodo de presidencia del doctor Juan Carlos Segura Solís finaliza el 26 de enero de 2023 y que de conformidad con las manifestaciones plasmadas por los integrantes licenciado Arnoldo Hernández Solano y máster Alexander Arguedas Vindas, en donde indican que momentáneamente no tienen deseo de optar por la presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, hasta tanto se solucione las interrogantes en cuanto a la representación legal del órgano, además, no se cuenta con más oferentes para designarlos en dicho cargo, considerando que el licenciado Freddy Chacón Arrieta, no ha asistido a las sesiones del órgano desde el mes de noviembre de 2022, se estima necesario que el doctor Segura Solís continúe ejerciendo la figura de presidencia de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, como una medida temporal, en aplicación a la figura prorrogatio, lo anterior, en espera de que se cuente con oferentes que quieran optar por el puesto por parte de la representación del Colectivo Judicial. 3.) Es menester recalcar que la presente decisión fue deliberada y consensuada por la totalidad de las personas integrantes de este órgano. 4.) Con la finalidad de valorar si han variado las condiciones que motivaron la presente decisión, la Secretaría de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, agendará el presente tema en el plazo de 3 meses a partir de la adopción del presente acuerdo. 5.) Sobre los otros cargos directivos de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, ratificar que la integración queda de la siguiente manera: a.) Licenciado Arnoldo Hernández Solano, como Vicepresidente. b.) Máster Rodrigo Arroyo Guzmán, en la figura de Secretario. c.) Licenciado Parris Quesada Madrigal, como Tesorero. d.) Máster Alexander Arguedas Vindas, Director 1. e.) Licenciado Freddy Chacón Arrieta, Director 2. 6.) Notificar el presente acuerdo a la Corte Plena, al Consejo Superior y a la Superintendencia de Pensiones, para que tomen nota que el doctor Juan Carlos Segura Solís continuará ejerciendo por el plazo temporal de 3 meses, la figura de presidente de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, debido a que no se cuentan con oferentes por parte del Colectivo Judicial para optar por la presidencia. 7.) La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para los fines correspondientes.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO V
Documento N° 1168-2022
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 732-JP/DJA-2022 recibido el 21 de diciembre de 2022, comunicó:
“Para su estimable conocimiento y lo correspondiente, en forma atenta se indica que en relación con el acuerdo tomado en la sesión N° 40-2022 del 18 de octubre de 2022, artículo VI, dónde se conoció el cruce de bases de datos de las personas jubiladas y pensionadas con la Caja Costarricense de Seguro Social correspondiente al segundo trimestre del año 2022, que para lo que interesa indica:

“[…] 2.) Deberá la Dirección de la JUNAFO, realizar una revisión y actualización de los criterios que se manejan en el análisis, debido a que se utilizaron referencias del año 2015, que fue previo al cambio de Ley, y que, aunque pareciera necesario y el resultado sea parecido, es importante una actualización de criterios”.

Con base en lo anterior, se solicita se actualice los criterios que sirven como base para que la Unidad de Pago de Beneficios pueda establecer los pasos a seguir en caso de detectar a personas beneficiarias del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial realizando actividades laborales remuneradas:

A. Causales de suspensión y/o gestión de cobro: 

1. Se le suspenderá el goce del beneficio a la persona jubilada, durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo del Estado, sus instituciones y de las municipalidades, así como en el Poder Judicial. Esta limitación no se aplicará cuando imparta lecciones en las instituciones de educación superior, siempre y cuando demuestre que son actividades de docencia y no puestos administrativos. Artículo N.° 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma N.° 9544)

2. Cuando una persona jubilada por invalidez inicie labores remunerativas sin haber solicitado el respectivo permiso para laborar, o bien lo haga a pesar de que se le deniegue el permiso, este beneficio se le suspenderá luego de respetársele el debido proceso. Artículo N.° 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial (reforma N.° 9544)

3. Se le suspenderá el goce del beneficio a las personas jubiladas por incapacidad absoluta y permanente, que se acogieron al beneficio según el artículo N.° 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial N.° 7333 de 1994, que laboren en cualquier sector, ya sea público o privado, al no señalar nuestros legisladores dónde no debe prestarse el servicio, se tienen por contemplados ambos.[footnoteRef:1] [1:  Según criterio jurídico de la Asesoría Jurídica de la Dirección de Gestión Humana (en ese momento), mediante el oficio N° JP-11-15 del 07 de enero de 2015, informe AL.DP.N° 032-14.] 


B. Actividades laborales que no ameritan de suspensión y/o gestión de cobro[footnoteRef:2]:  [2:   Según criterio jurídico de la Asesoría Jurídica de la Dirección de Gestión Humana (en ese momento), mediante el oficio N° JP-11-15 del 07 de enero de 2015, informe AL.DP.N° 032-14.] 


1. Personas jubiladas que se encuentran laborando en universidades públicas (siempre y cuando la actividad sea la docencia) y en el sector privado que, se acogieron al beneficio por tiempo servido y/o edad cumplida.

2. Personas jubiladas separadas por incapacidad absoluta y permanente que, se acogieron al beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 8 de 1937, reportadas laborando en el sector privado.

3. Personas pensionadas que obtuvieron el beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial reforma N.° 7333 de 1994 reportados (as) laborando en el sector público, universidades públicas y sector privado.

4. Personas pensionadas que obtuvieron el beneficio según la Ley Orgánica del Poder Judicial N.º 8 de 1937 reportadas laborando en el sector público, universidades públicas y sector privado.

5. Personas jubiladas adscritos al Ministerio de Hacienda (Dirección Nacional de Pensiones) o que se encuentran asegurados ante la CCSS por cuenta propia, como seguro voluntario. 

Aquellos casos que no se encuentren previstos en estos rubros, serán puestos en conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para el inicio del debido proceso, con el fin de dar cumplimiento a lo establecido en la normativa actual.

Se requiere la aprobación de ese Órgano Superior de los criterios antes mencionados con el fin de ser utilizados como base por parte de esta Dirección al elaborar los informes trimestrales del cruce de bases de datos entre la C.C.S.S. y el FJPPJ.”
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Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por recibido y aprobado el oficio N° 732-JP/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina de la Dirección de la JUNAFO, relacionado con la actualización de criterios utilizados en la elaboración del cruce de base de datos entre la C.C.S.S. y el FJPPJ, y autorizar a la Dirección de la JUNAFO para que realice las acciones que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
ARTÍCULO VI
Documento N° 905-2022 / 8-2023
Mediante oficio N° 0001-DJA-2023 del 9 de enero del 2023, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, comunicó:
“En relación con el trámite de horas extra de las personas de la Dirección de la JUNAFO, y siendo que, el pasado 04 de octubre de 2022, en sesión N° 38-2022, artículo III, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial acordó: 

“(…)De conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el presupuesto del programa 951 debidamente aprobado, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, se autoriza el pago de horas extra, para todas aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que sean necesarias para el desarrollo de actividades de la Dirección de la JUNAFO en horarios fuera de la jornada laboral que se consideren para la atención de temas urgentes, que se encuentren debidamente motivados y que cuenten con el debido contenido presupuestario para hacerle frente a los respectivos pagos. 2.) Delegar al máster Oslean Mora Valdez y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, en calidad de Alta Gerencia, la autorización operativa necesaria para la cancelación del pago de horas extra, conforme a las políticas institucionales y potestades propias de los cargos que ocupan, como máximas autoridades administrativas de la Dirección de la JUNAFO. 3.) Lo anterior, en el entendido que la presente solicitud tiene la aprobación por parte de esta Junta Administradora hasta el último día del año en curso. 4.) Hacer del conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y del Comité de Auditoría, para su seguimiento e implementación oportuna (…)”

Se informa que, con una justificación motivada, se ejecutaron doscientos sesenta y nueve mil cuatrocientos treinta y cuatro colones con veintiséis céntimos (¢269.434,26) de la subpartida 0.02.01 (tiempo extraordinario), lo que representa un 1,22% de los veintidós millones noventa y tres mil novecientos treinta y ocho colones ¢22.093.938,00 que estaban disponibles para ese periodo. A continuación, se resume el monto cancelado por persona funcionaria con su respectiva justificación.

Tabla N.°1 Detalle de horas extra.

	Persona Funcionaria
	Cédula
	Puesto
	Justificación
	Monto Cancelado

	Angie Karina Ampié Gutiérrez
	(…)
	PROSECRETARIA
	Convocatoria o participación en Comités Técnicos de la JUNAFO.
	57 752,66

	Kevin Salazar Madrigal
	(…)
	PROFESIONAL EN INFORMÁTICA 1
	Atención de incidentes urgentes en los sistemas del FJPPJ en horario de fin de semana.
	56 692,10

	Shirley Salguera Zuñiga
	(…)
	PROFESIONAL EN INFORMÁTICA 2
	Análisis de revisión de criterios técnicos urgentes ligados a contrataciones de la Unidad de Tecnología
	81 326,28

	Luis Abarca Padilla
	(…)
	JEFE ADMINISTRATIVO 4
	Convocatoria o participación en Comités Técnicos de la JUNAFO.
	73 663,22

	TOTAL CANCELADO EN EL 2022
	₵269 434,26



Es importante indicar que, la Dirección de la JUNAFO posee los controles necesarios para vigilar y autorizar el pago de horas extra sin mayor contratiempo, considerando las políticas institucionales, el presupuesto autorizado y los procedimientos internos.  

Por otra parte, para el año 2023 se tienen presupuestados en dicha subpartida el monto de veinte millones ochocientos ochenta y seis mil novecientos cuarenta y nueve colones (¢20.886.949,00), de ahí que, en virtud de que existan situaciones de urgencia que deban ser atendidas en horas no hábiles, y que las funciones de los diferentes Comités Técnicos de la JUNAFO inician labores desde enero 2023, se solicita nuevamente valorar una prórroga de seis meses a la autorización que nos fue concedida, en el entendido de que serán justificadas adecuadamente todos aquellos pagos que se realicen bajo esa rúbrica, tal como se efectuó en el 2022 a criterio de la Alta Gerencia.

Es importante mencionar que, al final del semestre se estarían presentando los informes de ejecución respectivos. Además, se estaría optimizando el uso de los recursos de acuerdo con las recomendaciones emitidas por la Dirección de Gestión Humana, donde recomendó una ejecución mayor al 90%.

Se queda a la entera disposición para cualquier aclaración o adición que se requiera.”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán reitera la forma en la que se manejan los fondos en la Dirección, siendo que se administran y se justifican las horas extras, considerando que no se hace un óleo con los fondos de la JUNAFO, en ese sentido; dispone dar por recibido y aprobado el informe con el ajuste de que sea por el plazo de seis meses para su posterior revisión.
El máster Oslean Mora Valdez indica que el informe demuestra han sido muy austeros con el pago de horas extras, cada una con su debida justificación; y que no se superan los ¢500.000 en seis meses, lo cual es una cantidad ínfima en comparación con cualquier oficina del Poder Judicial. 
Por lo general, en cierre de año es cuando ese monto se dispara y esa Dirección procuró que eso no fuera así, en parte por la entrega de los compañeros y compañeras, y las medidas adoptadas en teletrabajo, asimismo, pese a que no es la obligación, el ahorrarse el tiempo de desplazamiento hasta sus hogares después de laborar les ha permitido completar sus tareas correspondientemente, cumpliendo con todas las condiciones de ley y se demuestra que es cuando hay necesidades puntuales, así como cuando el mismo Órgano llama a sesionar fuera de horario como lo hace a veces el Comité de Auditoría. 
Además, indica que, anteriormente se dio un permiso para que la Alta Gerencia pudiese definir durante esos 6 meses, por lo que ahora lo que se busca es formalizar para tener un nuevo margen y volver a un informe cuando concluyan los 6 meses. 
Finalmente, agradece por el voto de confianza.
El licenciado Parris Quesada Madrigal propone que se apruebe el pago de horas extras y se realice la revisión de forma semestral. 
El doctor Juan Carlos Segura Solís indica que quedaría por aprobado con un periodo de revisión a los seis meses.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano agrega que sería con el respectivo informe de la Administración.
[bookmark: _Hlk125018383]Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tener por recibido el oficio N° 0001-DJA-2023 del 9 de enero del 2023, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, y acoger la solicitud planteada, en consecuencia: 1.) De conformidad con el artículo 239, inciso h de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el presupuesto del programa 951 debidamente aprobado, así como de las políticas y normativa del Poder Judicial, se autoriza el pago de horas extras, para todas aquellas personas funcionarias del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, que sean necesarias para el desarrollo de actividades de la Dirección de la JUNAFO en horarios fuera de la jornada laboral que se consideren para la atención de temas urgentes, que se encuentren debidamente motivados y que cuenten con el debido contenido presupuestario para hacerle frente a los respectivos pagos. 2.) Delegar al máster Oslean Mora Valdez y a la licenciada Ingrid Moya Aguilar, en calidad de Alta Gerencia, la autorización operativa necesaria para la cancelación del pago de horas extras, conforme a las políticas institucionales y potestades propias de los cargos que ocupan, como máximas autoridades administrativas de la Dirección de la JUNAFO. 3.) Lo anterior, en el entendido que la presente solicitud tiene la aprobación por parte de esta Junta Administradora por el plazo de 6 meses. 4.) Hacer del conocimiento de la Dirección de la JUNAFO y del Comité de Auditoría, para su seguimiento e implementación oportuna.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527778][bookmark: _Toc124527786][bookmark: _Toc34222240]ARTÍCULO VII
Documento N° 1175-2022
Mediante oficio N° 0306-SAF/DJA-2022 del 23 de diciembre de 2022, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, comunicaron:
“En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial en sesión N.° 18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en esta Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 30 de noviembre 2022, de lo cual es importante indicar: 

Se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores y sus cupones en dólares y colones, los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

Por último, es importante destacar que las diferencias económicas detectadas son de baja importancia relativa.



…”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1) Tener por recibido el oficio N° 0306-SAF/DJA-2022 del 23 de diciembre de 2022, en el cual remiten el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el BCR Custodio con respecto a los registros que se llevan en la Dirección de la JUNAFO, relativo a las inversiones del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 30 de noviembre de 2022. 2) Deberá la Dirección de la JUNAFO, continuar con la subsanación de las diferencias presentadas conforme el compromiso de la entidad bancaria. 3) Hacer este acuerdo de conocimiento del Comité de Inversiones y del Comité de Auditoría para el respectivo seguimiento. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124404788][bookmark: _Toc124527781]ARTÍCULO VIII
Documento Nº 1032-2022 / 1173-2022
Los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, Asesores Jurídicos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, en oficio N° 0050-AJ/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022, comunicaron lo siguiente:
[bookmark: _Hlk121909614]“En atención al acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo III, comunicado mediante oficio N° 0751-JUNAFO-2022 del 16 de diciembre de 2022, en donde remiten el recurso de revocatoria o reposición presentado por la señora Dalia Burgos Fernández, cónyuge sobreviviente del Jubilado Judicial fallecido David Masís Burgos, en contra del acuerdo adoptado por esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, se procede a manifestar lo siguiente:

I.- SOBRE LA PROCEDENCIA DEL RECURSO DE RECONSIDERACIÓN:

Previo al pronunciamiento sobre el fondo, se requiere el examen de procedibilidad del recurso interpuesto, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, se desprende claramente que, contra los acuerdos de la Junta Administradora, podrá interponerse recurso de reconsideración, en el plazo de tres días hábiles a partir de comunicado el acuerdo adoptado. Por tanto, tenemos que el acuerdo adoptado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, objeto del presente recurso, fue notificado vía correo electrónico a través del oficio N° 0719-JUNAFO-2022, el día viernes 25 de noviembre del presente año, al ser dieciséis horas con cuatro minutos, es decir, contaba la parte interesada con plazo hasta el día 02 de diciembre del 2022, para impugnar dicho acuerdo. Ahora bien, el recurso interpuesto por la señora Burgos Fernández, fue presentado en fecha 30 de noviembre de 2022, por lo que el mismo se tiene como presentado en forma oportuna. 
 
Bajo el anterior contexto, examinadas las formalidades sobre la legitimación y la temporalidad de la presentación del libelo impugnatorio, se determina que es admisible el recurso y en consecuencia se procede al análisis de los motivos de impugnación.

II.- SOBRE LOS ANTECEDENTES DE LA GESTIÓN:

1.- En fecha 05 de diciembre de 2021, se recibió la gestión de la señora Dalia Burgos Fernández, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposo, el jubilado judicial David Masís Burgos, cuyo deceso acaeció el 26 de noviembre de 2021. 
 
2.- A raíz de la solicitud de la señora Burgos Fernández, la Unidad de Cálculo de Beneficios solicitó la colaboración del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para llevar a cabo la valoración socioeconómica de la petente, a fin de determinar su dependencia económica en relación con el jubilado judicial fallecido Masís Burgos.

3.- El informe solicitado fue efectuado por el licenciado Thelmo Flores León, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, siendo que en fecha 17 de octubre de 2022, el mismo se rindió bajo el número de caso N° 22-002735-0160-TS.

[bookmark: _Hlk121916673]4.- En fecha 31 de octubre de 2022, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el licenciado Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tras analizar el informe de Trabajo Social, rindieron el oficio N° 0711-JP/DJA-2022, el cual, en lo conducente, indica:

 “(…)

•	El peritaje socioeconómico practicado a la señora Dalia Burgos Fernández demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor David Masís Burgos él asumía los gastos del hogar con el apoyo de sus hijos, por lo que la señora Burgos Fernández dependió de los ingresos de su esposo, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente la convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

•	Según certificaciones aportadas por la señora Burgos Fernández, se constató que no es beneficiaria de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

•	Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, Doña Dalia suma 65 años de edad, cuenta con estudios Universitarios Incompletos. Sufre de una serie de padecimientos físicos, que le implican atención médica y medicamentos, algunos adquiridos en el ámbito privado. Reside con dos hijos y un nieto todos mayores de edad. Habitan casa; no obstante, como se informó en el cuerpo del documento, pagan una mensualidad por concepto de alquiler simbólica a una hija, dueña del inmueble.

Dada la historia de doña Dalia, la mayor parte de su vida conyugal no se integró en el ámbito laboral, dinámica en la que no generaba ingresos, dependiendo de su esposo y de su familia de procreación; contexto en el que el componente de ingreso por concepto de pensión de don David, aportaba para su subsistencia.

Pese a que, en la actualidad, en ausencia de la pensión que aportaba don David, los ingresos percibidos por la familia, son menores a los egresos reporta-dos (ver cuerpo del documento), el apoyo de la familia, así como de otras personas y el dinero recibido del Socorro Mutuo, están permitiendo hacer frente a los gastos familiares, considerando entre estos, la atención de la salud de doña Dalia, lo que se constituye en una necesidad especial de ésta.

Doña Dalia enfrenta condiciones de vulnerabilidad social, considerando su edad, su condición de salud, la ausencia de bienes Inmuebles, la ausencia de un empleo estable, así como de un ingreso; lo que en su conjunto le genera una condición dependiente hacia terceros, dinámica en la que la pensión que disfrutaba con su esposo, hoy fallecido; contribuía a la satisfacción de sus necesidades, de ahí la dependencia material que tenía hacia éste.

·	Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, con-forme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas cita-das en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera.
 
·	Del análisis del estudio de pensión que nos ocupa, es importante destacar que este corresponde exclusivamente a la señora Burgos Fernández, quien es la persona gestionante que cumple con los requisitos legales para optar por el beneficio en calidad de cónyuge jubilado judicial fallecido David Masís Burgos, razón por la cual, se determina que tanto los ingresos como los egresos a considerar del estudio socioeconómico son únicamente aquellos que ésta presen-te y se excluyen los atinentes a sus hijos Jeremy e Isaac quienes actualmente son mayores de edad y se encuentran laborando.

·	Es por los motivos expuestos que para efectos de la definición del porcentaje de pensión y tomado como referencia lo indicado en el estudio de trabajo social se contemplará:

a)	Que la señora Burgos Fernández actualmente no cuenta con ingresos propios por lo que depende totalmente de los ingresos de sus dos hijos.

b)	Respecto a los egresos, que la tercera parte de estos corresponde a un monto de ¢189,433.33 el cual, se determina como lo proporcional a la señora Burgos Fernández.”

5.- La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión 44-2022 celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, analizó el informe N° 22-002735-0160-TS y el oficio N° 0711-JP/DJA-2022, acordando lo siguiente:

“(…)

Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por la señora Dalia Burgos Fernández, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido David Masís Burgos, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0711-JP/DJA-2022 de fecha 31 de octubre de 2022, suscrito por los másteres Oslean Mora Valdez, Director interino, Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula la señora Burgos Fernández, cuya asignación mensual será ¢237,959.72 (doscientos treinta y siete mil novecientos cincuenta y nueve colones con setenta y dos céntimos), equivalente al 38% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba el señor Masís Burgos al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 5 de setiembre de 2022, de conformidad con el artículo 37 del Reglamento General del Régimen de Jubilaciones y Pensiones que indica: “…en los casos en los que la solicitud se presente posterior a ese plazo, el beneficio se otorgará a partir de la fecha de presentación de la respectiva gestión.”

La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”

Del antecedente anterior, es importante mencionar que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, adoptó el acuerdo considerando criterios técnicos para asignar el monto adecuado, véase que la parte dispositiva indicó que se analizó el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología y el oficio N° 0711-JP/DJA-2022; dicho análisis se realizó con el fin de que la gestionante pudiera continuar cubriendo sus gastos con el mismo monto de dinero que recibía de previo a la solicitud de pensión presentada ante la citada Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

6.- Mediante oficio N° 0719-JUNAFO-2022, en fecha 25 de noviembre del 2022, le fue comunicado a la señora Dalia Burgos Fernández, el acuerdo tomado por la Junta en sesión N° 44-2022, procediendo la señora Burgos Fernández, en fecha 30 de noviembre del año en curso, a interponer un recurso de revocatoria o reposición contra dicho acuerdo y contra el informe de Trabajo Socia N° 22-002735-0160-TS.

7.- A raíz del recurso interpuesto por la señora Burgos Fernández, la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo III, acordó:

“(…)1.) Tener por recibida la gestión presentada por la señora Dalia Burgos Fernández, Pensionada Judicial, mediante nota del 30 de noviembre de 2022. 2.) Previamente a resolver lo que corresponda, trasladar a la Asesoría Jurídica de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, con el fin de que realice un estudio sobre la gestión anterior, y según corresponda, remita un informe sobre la pertinencia del recurso presentado por la señora Burgos Fernández, o en su defecto, solicite una ampliación del informe del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la gestionante.

Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.”

III.- DE LA EXPRESIÓN DE AGRAVIOS:

La señora Dalia Burgos Fernández, interpone contra el acuerdo XIV, tomado en sesión N°44-2022, celebrada el 22 de noviembre de 2022, recurso de revocatoria o reposición, no obstante, de conformidad el principio de taxatividad impugnaticia, se procede a atender el mismo como recurso de reconsideración, siendo éste el único remedio procesal previsto contra los acuerdos de la Junta Administradora, según el numeral 37 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. 
 
Entre los puntos concretos a considerar en el escrito presentado por la señora Burgos Fernández, se observa que, en forma principal, se ataca el informe de Trabajo Social, N° 22-002735-0160-TS, pues considera que dicho departamento no valoró el contenido de los gastos que conforman la lista de egresos, obviando el hecho de que muchos de los rubros incluidos, corresponden, en forma exclusiva, a necesidades y obligaciones suyas y no al resto de personas que integran el núcleo familiar, por lo que al haberse calculado en forma proporcional los gastos, su persona se ve afectada, toda vez que al ser ella quien debe cubrir la mayoría gastos en su familia, la porción de pensión asignada a su persona, no le resulta suficiente. Para reforzar su dicho, la gestionante incluye en su reclamo, un cuadro de gastos que, a su criterio, es el que debió realizar el departamento de Trabajo Social. Por otra parte, refiere que el análisis de sus necesidades se circunscribió a hacer una “radiografía” de las condiciones socioeconómicas de la familia al momento en el que se llevó a cabo la valoración, mismas que, aduce, actualmente no se encuentran vigentes por lo que considera que, con base en las necesidades reales, estaría quedando un déficit en su economía que supera los doscientos cuarenta y tres mil ciento noventa colones con veintiocho céntimos (₡243,190.28) mensuales.
 
No obstante, es imperativo aclarar que, esta asesoría jurídica, no puede referirse a este extremo del reclamo, por cuanto el órgano que se representa, carece de competencia para emitir criterio alguno sobre la valoración del Departamento de Trabajo Social, debido a que esa oficina es quien tiene la capacidad técnica para dichas evaluaciones.
 
En lo que respecta al acuerdo tomado en sesión N° 44-2022 celebrada el 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, la recurrente únicamente impugna el porcentaje fijado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, indicando que éste es muy bajo, además, alega una transgresión del principio de legalidad, al no otorgársele la protección especial que el Estado le debe proporcionar en su condición de persona adulta mayor.

Es importante aclarar que el resumen anterior se presenta en aras de entender el fondo de la pretensión presentada por la señora Dalia Burgos Fernández, sin embargo, el escrito de reconsideración fue analizado por esta Asesoría Jurídica de forma íntegra, valorando todos los elementos aportados por la gestionante.

III.- SOBRE EL FONDO DE LA GESTIÓN:

Es necesario indicar que, las gestiones que resuelve la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, siempre están apegadas al ordenamiento jurídico y a criterios técnicos, siendo los únicos fundamentos para resolver las pretensiones de las personas gestionantes.

Dicho lo anterior, podemos señalar que, en el sub examine, la disconformidad de la parte gestionante radica en el porcentaje de pensión que le fue otorgado, pues según refiere la señora Burgos Fernández, en la forma en que éste fue calculado, se está irrespetando el principio de legalidad al infringir el artículo 51 de la Constitución Política, el cual dispone que las personas adultas mayores tienen derecho a una protección especial por parte del Estado. Asimismo, considera irrespetados los artículos 4 inciso a) y 6 de la Convención Interamericana sobre la Protección de los Derechos Humanos de las Personas Mayores, que reconoce el derecho fundamental de las personas adultas mayores a poder disfrutar una vida digna en su vejez y que los Estados deben adoptar las medidas para prevenir, sancionar y erradicar prácticas contrarias a dicha Convención, así como aquellas que constituyan tratos degradantes que atenten contra la seguridad e integridad de la persona mayor. De igual manera considera quebrantado el artículo 3 de la Ley Integral para la Persona Adulta Mayor, el cual dispone que las personas adultas mayores tienen derecho a una mejor calidad de vida, mediante la pensión concedida oportunamente, que les ayude a satisfacer sus necesidades fundamentales.

Se hace necesario indicar que el fundamento que determina el porcentaje del monto a entregar para la persona beneficiaria de una pensión, nace de las necesidades económicas detalladas en el informe emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología, debido a lo anterior, es importante remitirse al 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en donde la ley delegó a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, reglamentar las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia, bajo este orden de ideas, se desprende del citado artículo que, se puede otorgar como límite un monto máximo de un 80%, sin detallar un monto o porcentaje mínimo, debido a que cada solicitud de pensión posee elementos concretos que valorar, como la estabilidad económica o los egresos de cada gestionante, para estimar un monto razonable de pensión, sin sobrepasar el 80% supra indicado. 

Ahora bien, la decisión de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial tomada en sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, de otorgar como beneficio de pensión el 38% del 80% del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Masís Burgos, se basa concretamente en el informe socio económico presentado por la Oficina de Trabajo Social y Sicología, informe elaborado por la oficina técnica en este tipo de análisis, en donde detallan que los egresos familiares alcanzan un monto aproximado de quinientos sesenta y ocho mil trecientos colones de gastos mensuales (¢568,300), de los cuales, la tercera parte corresponde a un monto de ciento ochenta y nueve mil cuatrocientos treinta y tres colones con treinta y tres céntimos (¢189,433.33), proporcionales a la señora Burgos Fernández, monto que sirve como base para valorar las necesidades de la petente, sin embargo, como la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial entienden que, el estilo de vida de doña Dalia se adaptó a la ayuda que recibía de su esposo, optó por otorgar el 38% de la pensión que éste recibía, para que no tuviera una afectación en sus ingresos, considerando lo indicado por la Sala Constitucional en su voto 378-2001, en donde textualmente manifestó que “...El importe de la pensión pretende sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas que de él dependían, sean o no cónyuges, de manera que no queden en una situación de indigencia.”

Se le aclara a la señora Dalia Burgos Fernández, que tal como se ha expuesto, a la hora de definir el porcentaje de pensión asignado, se han tomado en consideración todas las necesidades descritas en el informe de Trabajo Social, el estilo de vida al que ha estado acostumbrada la gestionante, sus ingresos y egresos, su salud y las condiciones del resto de miembros del núcleo familia, en virtud de lo anterior, se descarta cualquier afectación o desamparo por su condición de persona adulta mayor, antes bien, se considera que la Junta Administradora, sopesando toda la información recopilada por el Perito Judicial, determinó que el porcentaje concedido le era suficiente para conservar un estilo de vida digno. La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial si valoró a cabalidad la solicitud de pensión que presentó la señora Burgos y es importante enfatizar que, si bien las decisiones que adopta este órgano están apegadas a una sana administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras, también es verdad que, al analizar la solicitud de la aquí recurrente, se analizó su condición individual y con el afán de satisfacer sus requerimientos, se le otorgó el monto que se estimó adecuado para que cubra sus necesidades, sin afectar el estilo de vida al que estaba acostumbrada con el beneficio de jubilación que recibía su esposo y protegiendo los recursos del Fondo en el sentido de no otorgar una pensión mayor a las necesidades que se indican en el informe socio económico presentado por la Oficina de Trabajo Social y Sicología.

Bajo este razonamiento, se concluye que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, aplicó de forma correcta la normativa y valoró en forma integral los demás insumos probatorios, considerando que la decisión adoptada fue analizada en aras de resguardar el estilo de vida que la petente mantenía de previo al deceso del señor David Masís Burgos y procurando la conservación de los recursos del fondo.

IV.- CONCLUSIONES:

1.- El informe socioeconómico practicado a la señora Dalia Burgos Fernández, demuestra con claridad la dependencia económica que existió entre ella y su esposo, situación establecida en el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y por la cual la solicitante se convierte en sujeto del derecho reclamado.

2.- El estudio socioeconómico reveló que el señor David Masís Burgos fungió históricamente como el proveedor, conjuntamente con sus hijos, del grupo familiar, por lo que la situación económica de la gestionante se ha visto impactada de forma negativa y comprometida a futuro. 

3.- En sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, se acogió la solicitud de pensión formulada por la señora Burgos Fernández, en calidad de cónyuge sobreviviente del jubilado judicial fallecido David Masís Burgos, cuya asignación mensual fue del 38% del monto de la jubilación que recibía el señor Masís Burgos al momento de su deceso, con las deducciones que por ley correspondieran. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento sería a partir del 5 de septiembre de 2022.

4.- Ha quedado acreditado que, la decisión tomada por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, estuvo basada en el informe técnico N°22-002735-0160-TS, suscrito por el licenciado Thelmo Flores León, perito del Departamento de Trabajo Social y Psicología, en donde se analizaron las condiciones socioeconómicas de la señora Burgos Fernández, informe con el cual se manifiesta disconforme la aquí petente.

5.- La señora Dalia Burgos Fernández, considera vulnerados sus derechos como persona adulta mayor por la forma en que se realizó el cálculo de su pensión, sin embargo, la parte dispositiva del acuerdo recurrido, desarrolló una correcta aplicación del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, aunado a esto, como se indicó líneas atrás, el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, delegó al órgano, reglamentar las proporciones para los beneficios por viudez, unión de hecho, orfandad y ascendencia, por esto, de lo anterior se desprende que se puede otorgar como límite un monto máximo de un 80%, sin detallar un monto o porcentaje mínimo, debido a que cada solicitud de pensión posee elementos concretos que valorar, como la estabilidad económica o los egresos de cada gestionante, para estimar un monto razonable de pensión, sin sobrepasar el 80%, dichos elementos se analizan de conformidad con los informes técnicos que se presentan, entre ellos el emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología. 

6.- Sobre los alegatos expuestos en contra del porcentaje otorgado como pensión definitiva, es menester aclararle a la señora Salazar Montero que, el fundamento que determina el porcentaje del monto a entregar para la persona beneficiaria de una pensión en nuestro régimen, nace de las necesidades económicas detalladas en el informe emitido por el Departamento de Trabajo Social y Sicología, oficina que tiene la competencia técnica para emitir los insumos indispensables en el análisis por parte de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.

7.- Es importante indicar que, el acuerdo recurrido, asimismo, desarrolla los elementos objetivos del acto administrativo, específicamente el motivo, véase que, en esa línea, el doctor Jinesta Lobo señala como motivo los “antecedentes, presupuestos o razones jurídicas (derecho) y fácticas (hechos) que hacen posible o necesaria la emisión del acto administrativo y sobre las (sic) cuales la Administración Pública entiende sostener la legitimidad, oportunidad o conveniencia de éste”. Bajo esta inteligencia, se reitera, existe un presupuesto fundamental que valoró la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para otorgar el porcentaje del 38% del 80% del monto que recibía por beneficio de jubilación el señor Masís Burgos, entiéndase el informe N° 22-002735-160-TS suscrito por el licenciado Thelmo Flores León, perito del Departamento de Trabajo Social y Sicología, en donde se analiza la situación de la señora Burgos Fernández, así como sus necesidades económicas, contemplando los egresos mensuales con los que cuenta, informe que fue puesto en conocimiento de la gestionante en el momento de la comunicación del acuerdo adoptado por el órgano colegiado.

8.- Es importante indicar que las decisiones que adopta la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, deben estar apegadas a una sana administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, que permita la preservación y mantenimiento del acervo de recursos del fondo, en orden a su sostenibilidad financiera, para la protección de la masa de las personas beneficiarias actuales y futuras.

9.- Finalmente, con los argumentos expuestos en el presente criterio, se demuestra que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, actuó en el presente caso, de manera transparente y con probidad en su análisis, considerando que los informes técnicos fueron puestos al alcance de la señora Burgos Fernández, además, se empleó la normativa aplicable al presente caso, estipulada en la Ley Orgánica del Poder Judicial.
 
V.- RECOMENDACIONES:

1.- Esta Asesoría Jurídica recomienda a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, mantener lo resuelto en la sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, en consecuencia, rechazar el recurso de reconsideración presentado, tomando en cuenta que las actuaciones realizadas por el órgano colegiado, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de pensión presentada por la gestionante, aplicando adecuadamente el artículo 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a los elementos anteriormente expuestos.

2.- Referente a las manifestaciones realizadas por la señora Dalia Burgos Fernández, en cuanto a su disconformidad con lo indicado en el informe de Trabajo Social y Sicología, debido a que esta Asesoría Jurídica, así como la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, no emiten esas valoraciones técnicas, únicamente las analiza como insumos para la decisión final, salvo mejor criterio, se propone para su estimable valoración, hacer de conocimiento del Departamento de Trabajo Social y Psicología, los argumentos esbozados en el libelo impugnatorio por parte de la gestionante, en lo que respecta a su disconformidad con la forma en que fue realizado el informe N° 22-002735-160-TS, así como los nuevos elementos aportados, a fin de que el citado departamento determine lo que corresponda.

3.- De no proceder por parte de la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con la recomendación plasmada en el punto anterior, se insta a dar por agotada la vía administrativa, debido a que la etapa recursiva se estaría dando por finalizada.

De esta forma, se deja rendido el criterio solicitado en sesión N° 48-2022 celebrada el 14 de diciembre de 2022, artículo III, para lo que a bien estime disponer la estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por rendido y aprobado el criterio presentado por los licenciados Eduardo Chacón Monge y Diego Mora Araya, ambos Asesores Jurídicos de la Dirección de la JUNAFO, mediante oficio N° 0050-AJ/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022. 2.) Rechazar el recurso de reconsideración presentado por la señora Dalia Burgos Fernández, en consecuencia, mantener lo resuelto en la sesión N° 44-2022 del 22 de noviembre de 2022, artículo XIV, en virtud de que las actuaciones realizadas por esta Junta Administradora, estuvieron apegadas a derecho cuando se analizó la solicitud de pensión presentada por la gestionante, aplicando adecuadamente el artículo 228 y 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme a los elementos anteriormente expuestos, y no estuvieron contrarias al informe N° 22-002735-160-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología, de modo que se aplicó de forma correcta la normativa y valoró en forma integral los demás insumos probatorios, considerando que la decisión adoptada fue analizada en aras de resguardar el estilo de vida que la petente mantenía de previo al deceso de su esposo y procurando la conservación de los recursos del Fondo. 3.) En razón de lo anterior, esta Junta Administradora da por agotada la vía administrativa, en cuanto a que la etapa recursiva se tiene por finalizada. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la petente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124404802][bookmark: _Toc124527784]ARTÍCULO IX
Documento Nº 3-2023
[bookmark: _Hlk120888819][bookmark: _Hlk122010511]La señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1632-2022 del 22 de diciembre de 2022, remitió:
“En coordinación con la Superintendencia General de Entidades Financieras (SUGEF), esta Superintendencia, mediante el documento adjunto, les comunica la circular externa SGF-2600-2022 del 20 de diciembre de este año, con la invitación e indicaciones para participar en la Charla de divulgación sobre Indicador de suficiencia patrimonial informado y de las pruebas de tensión realizadas mediante la modalidad Bottom-Up Stress Test (BUST), mediante las sesiones CNS-1771-2022, artículo 11 y 1772-2022, artículo 04, celebradas el 21 y 28 de noviembre del 2022.”



- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo comunicado por la señora Rocío Aguilar Montoya, Superintendente de Pensiones, en oficio N° SP-1632-2022 del 22 de diciembre de 2022, sobre la invitación e indicaciones para participar en la charla de divulgación sobre indicador de suficiencia patrimonial informado y de las pruebas de tensión realizadas mediante la modalidad Bottom-Up Stress Test (BUST). 2.) Trasladar a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527788]ARTÍCULO X
Documento N° 7-2023
El señor José Ezequiel Arias González, Jefe de Área Comunicación y Servicios de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-11-2023 del 4 de enero de 2023, comunicó:
“De conformidad con lo que establece el Reglamento para Regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias, le solicito la información de los ingresos anuales que haya recibido su representada con motivo de la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2022.

Lo anterior, deberá ser suministrado por el presidente del Órgano de Dirección, a más tardar el 13 de enero de 2023.

Es importante mencionar que la normativa que regula el proceso de cobro no establece ampliaciones de plazo para la remisión de la información, por lo que de no contar con lo requerido -dentro del plazo estipulado- se aplicará lo que establece el artículo 2 del Reglamento de previa cita. 

Finalmente, quedo a su disposición para cualquier consulta sobre el asunto referido.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes: 
El licenciado Arnoldo Hernández Solano le consulta al máster Oslean Mora Valdez si a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN se le envían los estados financieros, ya que ahí está la información.
El máster Oslean Mora Valdez responde que la SUPEN solicita que se le remita esa certificación antes de la comunicación de los Estados Financieros de diciembre. Informa que hay Estados Financieros que tienen ser aprobados por Comité y por la Junta, y que deben ser remitidos a finales del mes de enero, pero ellos solicitaban que a más tardar el 13 de enero se enviara una certificación de cuantos fueron esos detalles.
Agrega que esa gestión fue efectivamente realizada y comunicada a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN mediante oficio N° 001-JUNAFO-2023, remitido el viernes 13 de enero del año en curso; en el que se detallaron los aportes obreros que se recibieron tanto de los funcionarios activos como de los funcionarios jubilados y pensionados, sin considerar los intereses generados en la cuenta corriente ni para inversiones ni otros ingresos, por ejemplo, los ingresos por juicios de difamación, entre otros; esa información no se considera para el cargo. Además, señala que, lo anterior, es meramente normativo tal y como se establece en el artículo 237 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y que la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, con esta información realiza un prorrateo entre todos los supervisados a fin de fijar el canon correspondiente con base a los ingresos, y que esta Junta Administradora cancela aproximadamente dos millones al mes por la supervisión de la citada Superintendencia.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de la solicitud realizada por el señor José Ezequiel Arias González, Jefe de Área Comunicación y Servicios de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio N° SP-11-2023 del 4 de enero de 2023, de la información de los ingresos anuales que haya recibido la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, con motivo de la administración del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte al 31 de diciembre de 2022. 2.) Trasladar a la Dirección de la JUNAFO, para la remisión de la información correspondiente a la Superintendencia de Pensiones – SUPEN.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527791][bookmark: _Toc124527798]ARTÍCULO XI
Documento N° 9-2023
El señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Supervisión Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio SP-035-2023 del 9 de enero de 2023, comunicó:
“Se recibió el oficio Nº 0416-DJA-2022, del 02 de diciembre de 2022, mediante el cual se remite el informe de la auditoría actuarial del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con corte a diciembre de 2021, el cual se encuentra en proceso de análisis. Sin embargo, no se remitieron las medidas para atender las recomendaciones consignadas en dicho estudio, de conformidad con lo establecido en artículo 13 del Reglamento Actuarial.

Dado lo anterior, se le solicita remitir las acciones que llevarán a cabo para atender las recomendaciones del informe, en un plazo máximo de 10 días hábiles posteriores al recibo de este oficio.”

- 0 -
Manifestaciones de los integrantes: 
El máster Oslean Mora Valdez informa que el oficio anteriormente citado se está trabajando en la Administración de la JUNAFO, aclara que una cosa es el informe actuarial y otra cosa es el informe de la Auditoría Actuarial, son dos distintos. 
Recuerda que el informe actuarial lo hace don Raúl Hernández y que ya efectivamente se tuvo la “encerrona” y se tomó la decisión de no acoger las recomendaciones actuariales porque se va a proponer una reforma a la Ley con ciertas condiciones; y el informe de la Auditoria Actuarial, que fue el que hizo don William Villalobos, proveedor externo aparte, confirmó que lo que indicó don Raúl está bien, básicamente.
Por lo cual, señala que es necesario reunir los elementos para que la JUNAFO justifique la decisión que se tomó de no acoger las recomendaciones de la Auditoría Actuarial, por los mismos motivos por los cuales no se acogieron las del informe actuarial. Informa también, que dicha respuesta está siendo preparada y se llevaría la próxima semana para que estén al tanto de la situación, y que de una u otra forma la SUPEN lo que hace es reiterar que hay que hacer, es decir, tomar alguna medida para salvaguardar el tema del fondo. 
Como un paréntesis, indica que según lo comentaba el doctor Juan Carlos Segura Solís, la Corte Plena está tomando una decisión sobre llevar el proceso acerca del tema de regla cuarta; si ese proceso se lleva a cabo, por la cantidad de personas involucradas, debe esperarse tal vez no una recuperación retroactiva pero sí una disminución en el pasivo.
Es decir, si una persona recibía un millón y producto de esa mala aplicación se le baja a 950.000, se estarían ahorrando 50 mil colones y así para “n” cantidad de personas, lo cual implicaría que el pasivo actuarial en los próximos informes sea menor y eso a la larga permitiría mejorar el perfil de beneficios. 
A su vez, recuerda que en estos momentos se está llevando el estudio actuarial del periodo 2022 y una vez que se analicen los resultados, se deben tomar decisiones con esa información actualizada ya que hay ciertos elementos que de una u otra manera permiten orientar un poco mejor cual es el comportamiento.
Por último, recuerda que a pesar de que el año 2022 fue un año difícil, en el que las inflaciones fueron muy altas y los rendimientos reales bastante bajos, la JUNAFO está cerrando en terreno positivo, situación distinta a la de otros operadores de mercado; ya que se cierra con rendimientos positivos, bajitos pero positivos y que se espera que eso ayude un poco con el resultado del estudio actuarial que se está ejecutando.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano le consulta al máster Oslean Mora Valdez si se le puede solicitar a don Raúl Hernández que realice un análisis o bien, un informe parcial de ¿cuánto podría bajar la situación pasiva con base a todas esas situaciones que se presentan con la regla cuarta?
En respuesta a lo anterior, el doctor Juan Carlos Segura Solís comenta lo que sucedió en sesión de Corte Plena indicando que el informe de la Asesoría Jurídica fue descartado. Así mismo, menciona que el señor Asesor Jurídico presentó una propuesta bastante fundamentada acerca de los casos, explicó muy bien que pasó con la regla cuarta; es decir, que fue lo que hizo el Consejo Superior en cuanto a ese caso, y que presentó una propuesta para que la Corte Plena declarara la nulidad evidente y manifiesta del Artículo 173; sin embargo, de acuerdo con lo que manifestó la magistrada Iris Rocío Rojas Morales y el magistrado José Roberto Garita Navarro, ellos indicaron que no veían una nulidad evidente y manifiesta y que, por lo tanto, lo que procedía era el proceso de lesividad contra el acuerdo del Consejo Superior, no contra cada acto individual de las 180 personas; en el otro caso del 2 x 1 son miles. También indica que hay poca esperanza de que eso se declare lesivo.
Manifiesta también que, en lugar de declararlo con nulidad evidente y manifiesta, la decisión de la Corte Plena fue trasladarlo a la jurisdicción ordinaria para que sea un juez o una jueza contenciosa la que en definitiva determine si hay lesividad o no.
El licenciado Parris Quesada Madrigal agrega que la sesión de Corte Plena fue muy interesante porque tocó el tema de la regla cuarta y del 2 x 1; y en ese mismo sentido, respecto al tema de la regla cuarta, el gran problema que hay es que se suspendió la norma, pero no se anuló.
En este caso, lo que van a hacer es decirle al aparato administrativo judicial contencioso para que decida que va a hacer; por lo tanto, van a haber situaciones especiales y podría recaer en Corte Plena la responsabilidad, y que finalmente votaron a favor de la propuesta del magistrado José Roberto Garita Navarro e Iris Rocío Rojas Morales; una excelente fundamentación del magistrado Garita que le pareció muy bien y la propuesta de la Dirección Jurídica se cayó. 
Posteriormente a eso, después de la votación que quedó 19 a 2, se conoció el tema del Consejo Superior del 2 x1 que si no me equivoco son 1859 casos, o dos mil y algo. En este tema del 2 x 1, la propuesta de la Dirección Jurídica era la nulidad también, que ahí sí se ve más claro, pero están valorando que van a hacer, el tema aquí es la recuperación como dice el doctor Segura Solís, la lesividad es la que va a ver qué pasa pro fondo, es un tema difícil, y que la decisión de ayer es muy importante y quería traer esto en asuntos varios, pero el doctor Segura Solís lo tocó en este tema y le interesaría también que se tenga una lectura importante de los acuerdos de Corte Plena o Consejo Superior respecto al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y que no sabe si don Oslean o la administración lo llevan; por dicha don Juan Carlos, como presidente, tocó este tema hoy, que eso se vio ayer y ese monitoreo para la administración es importante, para estar fresquitos en el tema y para que todos estén al tanto.
A su vez, le indica al máster Oslean Mora Valdez que se debe llevar ese monitoreo en asuntos importantes que son vinculantes con la JUNAFO, que se agreguen las actas de Corte para respaldo y que se den cuenta en los gremios que la Junta está al tanto de la información, y que normalmente y lamentablemente con la disponibilidad que se tiene es casi imposible, pero debería ser normalmente ejecutado así.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por el señor Mauricio Soto Rodríguez, Director de la División Supervisión Regímenes Colectivos de la Superintendencia de Pensiones – SUPEN, mediante oficio SP-035-2023 del 9 de enero de 2023, y trasladar a la Dirección de la JUNAFO con el fin de que sean remitidas las acciones que se llevarán a cabo para atender las recomendaciones del informe de auditoría actuarial con corte a diciembre de 2021, en el plazo indicado.
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XII
Documento N° 12-2023
La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 063CJ-2022 del 9 de enero de 2023, comunicaron:
	
	“INFORME DE ASIGNACIÓN DE BENEFICIO PARA JUBILACIÓN 
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Solicitud de Jubilación presentada por LUIS FERNANDO SEQUEIRA QUIRÓS, cédula Nº (valor 1), a partir del 01 de febrero del 2023.
	
	
	

	
	Al 31 de enero del 2023, el señor LUIS FERNANDO SEQUEIRA QUIRÓS habrá laborado para este Poder por espacio de 28 años,9 meses, 21 días. 
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO SERVIDO:
	28 años, 9 meses, 21 día s. 
	
	
	

	
	TOTAL TIEMPO RECONOCIDO:
	0 años, 0 meses, 0 día s. 
	
	
	

	
	TOTAL GENERAL:
	28 años, 9 meses, 21 día s. 
	
	
	

	
	EDAD:
	63 años, 6 meses, 16 día s. 
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO EN PROPIEDAD:
	TÉCNICO ESPECIALIZADO 5, OFICINA DE ADMINISTRACION II CIR. JUD. SAN JOSE
	
	
	

	
	NÚMERO DE PUESTO EN PROPIEDAD:
	34324
	
	
	

	
	ÚLTIMO CARGO DESEMPEÑADO:
	TÉCNICO ESPECIALIZADO 5, OFICINA DE ADMINISTRACION II CIR. JUD. SAN JOSE
	
	
	

	
	PUESTO(S) DE REAJUSTE:
	TÉCNICO ESPECIALIZADO 5, 100.00 %
	
	
	
	
	
	
	

	
	Datos de referencia:
	
	
	
	
	
	
	

	
	ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ 1,072,021.11
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	TERCERA PARTE DEL ÚLTIMO SALARIO DEVENGADO:
	¢ 357,304.64 (Monto mínimo establecido por la Ley 7333 33,33%)
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	SALARIO PROMEDIO:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	¢ 1,077,722.15
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	NORMA LEGAL:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	"Cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial 7333 y sus Reformas"
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	

	
	FÓRMULA APLICADA:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	SALARIO PROMEDIO * Años de Servicio del Servidor 
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	= Monto de Jubilación
	
	

	
	
	
	
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	 
	
	
	
	

	
	
	
	
	30 años
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	MONTO DE JUBILACIÓN:
	¢ 1,034,912.63 (96.03% del salario promedio de los veinticuatro mejores salarios)
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Información adicional:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Se adjunta certificación, que indica si la persona servidora presenta o no, alguna deuda con la institución.
	
	
	

	Se adjunta certificación aportada por el Subproceso de Gestión de la Capacitación, donde se indica si la persona servidora mantiene compromisos vigentes por concepto de becas.
	
	
	
	

	Se adjunta certificación en estricto apego a lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo.
	
	
	
	

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	Notificaciones:
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	Consideraciones relevantes:
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	
	El señor Sequeira Quiros de acuerdo con la información aportada por la Inspección Judicial, no registra causas disciplinarias en trámite.



…”

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

- 0 -
Mediante oficio N° 0315-SAF/DJA-2022 del 23 de diciembre de 2022, el Subproceso Administrativo Financiero de la Dirección de la JUNAFO, hace constar que el funcionario judicial Luis Fernando Sequeira Quirós, no presenta deudas pendientes en la cuenta N° 20192-8 (Contaduría Judicial), ni por concepto de reconocimiento de tiempo servido fuera del Poder Judicial.
Asimismo, se adjunta oficio N° PJ-DGH-CAP-607-2022 del 22 de diciembre de 2022, Subproceso de Gestión de Capacitación de la Dirección de Gestión Humana, mediante el cual informa que, revisado el control de becas y contratos gestionados por ese Subproceso, el señor Sequeira Quirós, no mantiene compromisos vigentes por concepto de becas y capacitación.
Por otra parte, se adjunta constancia del Tribunal de la Inspección Judicial de las nueve horas cinco minutos del veintidós de diciembre de dos mil veintidós, que indica que, en los registros informáticos de ese Tribunal, a nombre de Luis Fernando Sequeira Quirós, no se encuentran procesos disciplinarios en trámite.
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Aprobar la jubilación del señor Luis Fernando Sequeira Quirós, Técnico Especializado 5 de la Oficina de Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial (7333 y sus Reformas), cuya asignación mensual bruta será de ¢ 1,034,912.63 (un millón treinta y cuatro mil novecientos doce colones con sesenta y tres céntimos), menos las deducciones de Ley correspondientes, a partir del 1 de febrero de 2023. 2.) Se previene al señor Sequeira Quirós, que en el eventual caso que llegare a laborar para otro ente público, se le suspenderá el goce de la jubilación durante el tiempo que esté percibiendo cualquier otro sueldo, según lo establece el artículo 233 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Además, se le informa que tiene imposibilidad de laborar para el sector público, de conformidad con lo normado en el artículo 686 del Código de Trabajo. 3.) Asimismo, se previene al señor Luis Fernando, que debe señalar un medio personal para recibir notificaciones ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial - JUNAFO, con la advertencia que, de no hacerlo, las resoluciones posteriores le quedarán notificadas con el transcurso de veinticuatro horas de dictadas, conforme lo dispuesto en el artículo 11 de la Ley de Notificaciones Judiciales. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Consejo Superior.
La Dirección de Gestión Humana y Departamento de Servicios Generales del Poder Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527794]ARTÍCULO XIII
Documento N° 1171-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0830-JP/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022, comunicaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a la solicitud de pensión incoada por el señor Héctor Gerardo Maroto Cambronero, cédula de identidad (valor 1) en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Johanna Aguilar Chacón, cédula de identidad (valor 2), cuyo deceso acaeció el 14 de octubre de 2022.

I. Origen

Esta Dirección en fecha 24 de octubre de 2022, recibió la gestión del señor Maroto Cambronero, mediante la cual solicita que se le otorgue la pensión por el fallecimiento de su esposa. Para tal efecto, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de la valoración socioeconómica de la solicitante. 

II. Valoración socioeconómica practicada

Mediante informe N° 22-001962-0732-TS recibido por esta Dirección el 06 de diciembre de 2022 y suscrito por la Licda. Gabriela Orozco Irola, perita del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas del señor Maroto Cambronero.

III. Consideraciones más relevantes del estudio socioeconómico de acuerdo con el criterio de la Profesional en Trabajo Social

El señor Héctor Gerardo Maroto Cambronero, cédula de identidad (valor 1), es la persona solicitante dentro del presente proceso de solicitud de pensión en calidad de cónyuge sobreviviente. Posee 46 años y es funcionario propietario de la Sección de Arquitectura e Ingeniería de la institución en un puesto de profesional 2. La servidora judicial fallecida la señora Johanna Aguilar Chacón, laboraba en la Dirección de Tecnología de la Información y falleció según consta en las certificaciones el pasado 24 de octubre de los corrientes.

La pareja, casada desde el 31 de octubre de 2009, contaba con aproximadamente 13 años de relación de matrimonio. Procrearon un hijo y una hija; (nombre 1) y (nombre 2) ambos de apellidos Maroto Aguilar, de 10 y 6 años respectivamente, quienes al momento de la valoración social y según la constancia de estudio emitida por el centro educativo son estudiantes regulares de la Educación General Básica, ya matriculados para el curso lectivo 2023, para cursar quinto y segundo grado.

Según la información brindada por las fuentes de información no se reportan situaciones de separaciones ni distanciamientos durante el tiempo de matrimonio entre los adultos.

La pareja generó (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), por lo que cuentan con casa propia, misma que según la consulta al Registro de la Propiedad posee hipoteca formalizada el 14 de diciembre de 2011 y a finalizar en diciembre de 2041, se conoce que la organización económica de la pareja ha permitido realizar abonos extraordinarios, por lo que al momento de la valoración social cancelan un aproximado mensual de doscientos setenta y nueve mil sesenta y cinco colones.

Dicha vivienda, misma que al momento de la investigación social de campo se observó en excelentes condiciones de infraestructura y conservación es donde la familia estableció su organización y dinámica como grupo familiar nuclear independiente. El domicilio, según la observación no participante realizada, cuenta con el mobiliario y enseres necesarios para todas las actividades de la vida cotidiana; así también con los espacios requeridos para cada una de las personas del grupo adaptándose a sus necesidades según su etapa de desarrollo, mismos que facilitan el descanso, la seguridad, el confort y la privacidad.

De acuerdo con la valoración social realizada y según la documentación aportada, el señor Héctor carece de ingresos por concepto de pensiones o subsidios estatales.

Previo al fallecimiento de la señora Johana, el grupo familiar dependía del salario de ambas personas funcionarias judiciales para atender las necesidades personales y familiares que según las constancias aportadas se desglosa de la siguiente manera:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Los gastos del grupo familiar según la documentación aportada se distribuyen de la siguiente manera:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Los anteriores gastos representan un ahorro mensual de ¢108.437 aproximadamente, para el grupo familiar.

Sumado a lo anterior se documentan gastos médicos y de mantenimiento de la vivienda, que, si bien no son un gasto mensual fijo, eran asumidos con el mismo ingreso familiar, mismos que según se indica se atendían según la necesidad.

Con respecto a la recreación, así como vestido y calzado, las fuentes de información consultadas señalan que la familia viajaba una vez al año al extranjero, el viaje era aprovechado para conocer y visitar lugares y destinos, la documentación aportada evidencia la compra de ropa de toda la familia.

La investigación social permite determinar que para para asumir los gastos descritos previamente la familia requería de ambos ingresos, tanto el del señor Héctor como el de la señora Johana para asumir de manera responsable sus compromisos.

Es necesario señalar que la valoración social permite reflejar que la pareja durante sus años de matrimonio logró organizarse de manera tal que, si bien ambos mantenían independencia para administrar sus ingresos, tenían una organización económica transparente donde cada uno asumía algunos pagos previamente definidos; el sobrante llegaba a una sola cuenta, que les permitía concretar por ejemplo esos proyectos de recreación para toda la familia. Indica el señor Héctor que los ingresos provenientes de aguinaldo y salario escolar, durante algunos años se ha utilizado para amortiguar la deuda (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), así como para asumir los gastos relacionados con el ingreso a clases, o para recreación según la necesidad y disponibilidad.

Dado que la señora Johana, en los últimos meses mantuvo incapacidad debido a su enfermedad, comenta el entrevistado que debían ser muy ordenados con la forma de organizar el ingreso, esto debido al cobro que realiza el sistema de incapacidades de la Caja Costarricense de Seguro Social. 

Al momento de la valoración social, los gastos previamente descritos se mantienen, a los que se sumaron los relacionados con el fallecimiento de la servidora judicial. Ante la ausencia del salario de la señora Johana, el señor Héctor ha logrado solventar los gastos con el dinero proveniente del Fondo de Socorro Mutuo y con la devolución de un ahorro de Coopejudicial, donde su esposa contaba con algún monto guardado.

En ese sentido señalar que las personas menores de edad, se mantienen insertas en el mismo centro educativo al que asistían desde antes de la enfermedad de su progenitora, y ya fueron matriculados para el curso lectivo del año 2023. Por ello los otros gastos relacionados con su desempeño académico, tales como tutorías y clubes se mantienen, así como la necesidad de ser traslados según sus respectivos horarios. De igual forma permanece el rubro de cuido.

Ahora asisten a terapia psicológica, para generar los recursos personales para afrontar la pérdida de su progenitora y realizar un adecuado manejo del duelo, por lo que dicho apoyo es fundamental para garantizar la estabilidad emocional de las personas menores de edad.

Aspectos relacionados con acceso a servicios, alimentación y otros son parte de las necesidades fundamentales que se mantienen, así como garantizar el pago de la vivienda, para garantizar su seguridad habitacional.

Dada la condición de enfermedad de la señora Johana, la institución favoreció el teletrabajo para el señor Héctor, no obstante, solo dos días, por lo que el resto debe asumir los costos propios de traslado y alimentación.

La señora Rosario, abuela materna de las personas menores de edad, labora con ellos desde que nació el hijo mayor de la pareja. Cuenta con aproximadamente 10 años de asumir el cuido y las tareas domésticas. Durante el proceso de enfermedad de su hija y al momento de la valoración se constituye en la principal figura de apoyo para el señor Héctor y sus hijos. A nivel económico el entrevistado no reporta fuentes de apoyo que pueda accesar en caso de una eventualidad.

IV. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

“[…] Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…”

V. Datos de interés

· Para el caso en concreto, es importante señalar que al momento del deceso la señora Johanna Aguilar Chacón, mantenía una condición de servidora judicial activa. Por lo anterior, para efectos del trámite de pensión, de previo es necesario estimar el monto de jubilación que hubiera recibido conforme a sus antecedentes de tiempo servido (21 años, 5 meses y 13 días) y salarios devengados. De los cálculos efectuados, se establece que a la señora Aguilar Chacón, conforme las disposiciones de la Ley O.P.J vigente, le asistiría un monto en bruto de ¢ 967,143.73 (novecientos sesenta y siete mil ciento cuarenta y tres colones con 73/100).

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspira el señor Maroto Cambronero de aprobársele la pensión es del 80% del monto que hubiese devengado de jubilación su esposa fallecida, para este caso equivale a ¢773,714.98 (setecientos setenta y tres mil setecientos catorce colones con 98/100) mensuales en bruto.

· Sobre la posible vigencia del beneficio, la solicitud de pensión fue presentada el 24 de octubre de 2022, un total de 6 días hábiles posteriores al fallecimiento de la señora Aguilar Chacón.

VI. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado al señor Héctor Gerardo Maroto Cambronero, es claro en demostrar que, hasta el fallecimiento de su esposa, ambos compartían los gastos de su núcleo familiar, por lo que el señor Maroto Cambronero dependió parcialmente de los ingresos de su esposa, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente lo convierte en sujeto del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley.

· Según certificaciones aportadas por el señor Maroto Cambronero, se constató que no es beneficiario de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuenta con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por la trabajadora social encargada del peritaje, como resultado de la investigación social y análisis de la información, se identifica que el matrimonio conformado por el señor Héctor y la señora Johana, vivió de manera independiente conformando un hogar nuclear, logrando una organización económica que permitió distribuir sus ingresos asumiendo sus compromisos económicos de manera responsable y transparente permitiéndoles elaborar y disfrutar proyectos familiares a corto, mediano y largo plazo.

Es así que de manera conjunta promovieron la seguridad habitacional para con ellos mismos y con los hijos procreados, y la satisfacción de las necesidades materiales relacionadas con alimentación, acceso a servicios, educación, transporte, salud, recreación, vestido y calzado.

Asimismo, la valoración social permite identificar que tanto el señor Héctor y sus hijos son dependientes del ingreso proveniente del salario de la señora Johana para acceder a los bienes y servicios, así como a la satisfacción de las necesidades ya mencionadas, y que, de no contar con éste, se impactaría de manera negativa la posibilidad de concretarlos y de mantener el estilo de vida que tenían estando en vida la funcionaria judicial.

· Es menester informar que, de acuerdo con la información recabada en el dictamen socioeconómico, a la fecha los egresos económicos del hogar integrado por don Héctor, su hijo Mathías y su hija Sara totalizan ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), los cuales, son mayores que los ingresos disponibles en el hogar, en virtud de que don Héctor devenga un salario líquido mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual, permite concluir que dependían parcialmente de la madre para ver satisfechas sus necesidades básicas, por cuanto se identificó que la señora Aguilar Chacón aportaba al hogar al menos ¢1(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) al mes, monto que permitía cubrir el déficit económico actual del hogar, el cual, asciende por un total de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

VII. Recomendaciones

a) De acuerdo con los datos reportados en el estudio de trabajo social y considerando que el monto mensual aportado por la señora Aguilar Chacón previo a su fallecimiento para cubrir las necesidades de su familia era por la suma de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), ingreso que no logra ser asumido por el señor Maroto Cambronero, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne a este último sea el 80% que le hubiese correspondido de jubilación a su cónyuge, lo cual le representaría un beneficio de pensión de ¢773,714.98 (setecientos setenta y tres mil setecientos catorce colones con 98/100) mensuales en bruto. Esto a partir del 15 de octubre de 2022, día después de la muerte de la persona exfuncionaria.

b) Cabe destacar que dicho porcentaje se define en proporción a lo reportado en el estudio de intervención N° 22-001962-0732-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por el señor Maroto Cambronero en cuanto a los ingresos y egresos mensuales del grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus necesidades.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento, sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

1) Dictamen Socioeconómico:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Medios de notificación: (…)”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez analizada la solicitud de pensión incoada por el señor Héctor Gerardo Maroto Cambronero, en calidad de cónyuge sobreviviente de la servidora judicial fallecida Johanna Aguilar Chacón, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0830-JP/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger la solicitud de pensión que formula el señor Héctor Gerardo Maroto Cambronero, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544), cuya asignación mensual será ¢773,714.98 (setecientos setenta y tres mil setecientos catorce colones con noventa y ocho céntimos) mensuales en bruto, equivalente al 80%, del monto de la jubilación que le hubiese correspondido de jubilación a la señora Johanna Aguilar Chacón, con las deducciones que por ley correspondan. Lo anterior, en el entendido que el otorgamiento será a partir del 15 de octubre de 2022. 
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527796]ARTÍCULO XIV
Documento N° 1174-2022
El máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, mediante oficio N° 0833-JP/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022, comunicaron:
“Para los efectos del conocimiento de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se rinde el informe correspondiente a las solicitudes de pensión incoadas por la joven Girlany Nicole Bolaños Herrera, cédula de identidad (valor 1) y el joven José Raúl Bolaños Jiménez, cédula de identidad (valor 2), en calidad de hija e hijo y las señoras Carolina Chaves Sibaja, cédula de identidad (valor 3), en calidad de cónyuge sobreviviente, así como, Lidieth Mora Barrantes, cédula de identidad (valor 4), en calidad de representante legal del menor (nombre 1), cédula de identidad (valor 5), también hijo del jubilado judicial fallecido Ricardo Ovidio Bolaños Bolaños, cédula de identidad (valor 6), cuyo deceso acaeció el 18 de agosto de 2022.

VIII. Origen

Esta Dirección recibió las gestiones de las personas interesadas en las siguientes fechas: 

· 02 de setiembre de 2022, se reciben las solicitudes de Girlany Nicole Bolaños Herrera y de José Raúl Bolaños Jiménez, en calidad de hija e hijo del señor Bolaños Bolaños.
· 10 de octubre de 2022, se recibe la solicitud de la señora Carolina Chaves Sibaja, en calidad de cónyuge.
· 28 de octubre de 2022, se recibe la solicitud de la señora Lidieth Mora Barrantes en calidad de representante legal del menor (nombre 1) como hijo del señor Bolaños Bolaños.

Para tales efectos, se solicitó la intervención del Departamento de Trabajo Social y Psicología, para la práctica de las valoraciones socioeconómicas de las personas solicitantes. 

IX. Valoraciones socioeconómicas practicadas

Mediante informes N° 22 -000783-0729-TS, 22-001326-0735-TS, 22-000847-0726-TS y 22-000914-0726-TS, recibidos por esta Dirección el 18 de noviembre 2022, 04 de noviembre de 2022, 24 de noviembre de 2022 y 25 de noviembre de 2022, suscritos por la Licda. Alejandra Villagra Alpízar, la M.Sc. Alejandra Vega Rodríguez, la Lcda. Laura Estevanovich De Marco y la Licda. Daniela Alejandra Ureña Díaz, peritas del Departamento de Trabajo Social y Psicología, se analizaron las condiciones socioeconómicas de la joven Girlany Bolaños Herrera y el joven José Raúl Bolaños Jiménez, así como, de las señoras Carolina Chaves Sibaja y Lidieth Mora Barrantes en calidad de representante legal del menor (nombre 1).

X. Consideraciones más relevantes de lo estudios socioeconómicos de acuerdo con el criterio de las Profesionales en Trabajo Social

1)  Girlany Nicole Bolaños Herrera:

La valoración social se dirige a la joven Girlany Nicole Bolaños Herrera, de nacionalidad costarricense, portadora de la cédula (valor 1), 23 años de edad, soltera, estudiante universitaria, habituada ocupación laboral y vecina de Alajuela, Grecia; quien gestiona solicitud formal de pensión por muerte del señor Ovidio Bolaños Bolaños: padre biológico y ex funcionario judicial (pensionado), fallecido el pasado 18 de agosto tras complicaciones de salud.

Antecedentes de interés, reseña que, desde muy corta edad, la señora Ana Grace Herrera (madre) dio trámite al proceso de paternidad responsable, seguido a la pensión alimentaria contra el señor Bolaños Bolaños, quien según se indica, negó vínculo consanguíneo y evadió compromiso parental.

Conoce pocos detalles del intercambio de pareja; sin embargo, reporta se trató de una relación informal con encuentros consensuados en la provincia de Limón, donde su madre residía y trabajaba como operaria en una lavandería, mientras que su padre se desempeñó como funcionario judicial; específicamente investigador en el Organismo de Investigación Judicial (OIJ).

Afirma que la llegada de un embarazo no planificado, sumado a compromisos familiares entre las partes, agudizó el conflicto y suspendió la comunicación entre sus padres; siendo que, hasta los 14 años de edad de la evaluada, señala su primer encuentro con el Señor Bolaños Bolaños (padre), a quien caracterizó como periférico y desinteresado en el intercambio entre ambos.

En el contexto anterior, la entrevistada únicamente ubica como grupo familiar de origen a madre y dos hermanos mayores identificados como Rolando y Héctor de apellidos Torres Herrera con 33 y 31 años de edad y vida independiente en Limón, quienes conforme a sus posibilidades otorgaron seguridad, protección y sentido de pertenencia, facilitando el curso de su infancia, adolescencia y juventud temprana; donde el apoyo económico de su padre a través de la pensión, contribuyó a su formación académica y profesional.

Más recientemente y al enterarse del deterioro de la salud del Señor. Ovidio Bolaños, señala que al menos en tres momentos decide viajar a Pérez Zeledón a visitar a su papá acompañado de otros familiares, como su hermano por línea paterna Ricardo Bolaños Blanco con quien a la fecha mantiene comunicación.

Acerca de su grupo familiar actual expresa que hace casi cuatro años decide independizarse de su grupo familiar materno, para ocupar sola, un departamento que poco a poco condiciona para su comodidad; en la investigación social de campo se constata inmueble de pequeñas dimensiones provisto de lo básico para su seguridad, privacidad y comodidad; ubicado en una comunidad con características de rural, con fácil acceso servicios públicos y de abastecimiento; manteniendo escasas relaciones con vecinos de quienes afirma en su mayoría trabajan fuera del hogar.

Como redes de apoyo Girlany explica dispone únicamente de dos amigas cercanas quienes han dirigido contención y acompañamiento; advirtiendo que madre y hermanos aún residen en Limón con escasas posibilidades de compartir. 

Datos de interés se refieren a la dinámica actual en la que afirma mantiene estabilidad laboral y habitacional; considerando a corto plazo variar de domicilio, por cuanto estima conveniente reducir costos para atender con mayor fluidez sus necesidades básicas y complementarias.

Acerca de la economía familiar, la siguiente tabla brinda detalles del ingreso y gasto mensual, entre otros detalles de interés.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

De la información que se consigna en la tabla anterior, se destaca que la evaluada logra atender estrechamente sus gastos personales con el único ingreso económico que percibe por concepto de salario: ocupación en el departamento contable en la empresa Constructora Izquierdo y Asociados, donde trabaja desde octubre del 2017.

Contexto anterior en el que fuentes consultadas confirman la demanda de otras alternativas para complementar el gasto familiar, como lo son créditos en comercios para compra de calzado, vestido y artículos para el hogar, sin incluir recreación o esparcimiento; así como el uso de la tarjeta de crédito para solventar su matrícula universitaria.

Al momento de la valoración social consta según documentación aportada, que Girlany Nicole es estudiante activa de la carrera de Ingeniaría Industrial, en la Universidad de las Ciencias Empresariales, ubicada en Alajuela; etapa de educación que ha logrado alcanzar según indica con el beneficio de pensión proveniente de su padre biológico, por un monto reciente de ₡115.000,00 hasta el mes de agosto del año en curso, cuando se da el deceso del señor Bolaños Bolaños.

En razón de lo expuesto, es interés de la evaluada poder continuar estudiando con el apoyo económico de dicha pensión, según tiempo y consideraciones propias del reglamento institucional, como única posibilidad de ver concluida su formación profesional.

2) José Raúl Bolaños Jiménez:

El joven José Raúl Bolaños Jiménez, es costarricense, nació el 16 de julio de 2000, cuenta con 22 años de edad, es estudiante universitario, hijo de la señora María Cristina Jiménez Marín y el señor Ricardo Ovidio Bolaños Bolaños.

El joven Bolaños Jiménez es el solicitante de beneficio de pensión tras el fallecimiento de su padre, cuyo deceso acaeció el 18 de agosto de 2022; don Ricardo se había desempeñado en la Oficina del OIJ en Pérez Zeledón, pero ya se encontraba jubilado.

Se conoció que los padres de José Raúl establecieron matrimonio, siendo el referido hijo único en común procreado por la pareja; dicha vinculación conyugal finalizó cuando el referido tenía alrededor de dos años; momento a partir del cual el joven se ubicó en el hogar materno, siendo la progenitora quien ejerció la guarda hasta que cumplió la mayoría de edad. 

Por su parte, la relación paterno filial fue descrita como “muy complicada” el padre mantuvo contacto esporádico con su hijo hasta que éste cumplió 19 años que el joven propició el acercamiento, desde ese entonces se contactaban telefónicamente al menos una vez al mes. Se reporta una participación activa del padre en la manutención del joven referido por medio de pensión alimentaria gestionada por la madre.

Desde la separación de sus progenitores y hasta la actualidad, el hogar lo han conformado José Raúl y su madre María Cristina Jiménez Marín, adulta de 54 años, costarricense, divorciada, con estudios universitarios incompletos (administración), quien al momento de la valoración labora en el Grupo Pampa como jefe de cuentas por cobrar y realiza labores extra como repartidora de la plataforma UBER; asimismo, construyó un apartamento en su vivienda el cual alquila.

De los integrantes del hogar no se reportan enfermedades ni condiciones de discapacidad. Se conoció que la señora Jiménez ha sido la encargada de asumir los pagos de las diversas necesidades del hijo en común con el señor Bolaños, cuyo aporte se destinaba principalmente a la preparación académica del joven, quien estaba estudiando en dos centros de educación superior.

Se destaca que el señor Ricardo Bolaños Bolaños realizaba un aporte mensual por concepto de pensión alimentaria expediente (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), monto que ascendía a ¢175,812.00 colones netos; el mismo se recibió hasta el mes de agosto de 2022, momento en que el señor Bolaños falleció.

Es importante indicar que el joven cursaba como carrera principal el programa académico “Diplomado en gastronomía y artes culinarias”, estaba matriculado en el Instituto Politécnico Internacional desde el I Cuatrimestre de 2020. Para el año 2022, el referido firmó una letra de cambio que regía desde el 3/5/2022 hasta el 15/8/2022 por un monto total de ¢540,000 colones, pagaderos en tractos de ¢120,000.00 colones mensuales (plan de financiamiento (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Como segunda carrera el joven se matriculó en la academia Virtual Learning of America en el “Técnico en Telecomunicaciones CCNA 20-301” curso que inició el 06 de agosto de 2022 y finalizará el 04 de febrero de 2023. 

Se presentó la documentación que respalda lo informado por el joven José Raúl.
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Posterior al fallecimiento del padre las fuentes de ingreso familiar son: el salario de la madre de José Raúl que para el 08 de setiembre del 2022 correspondía a un salario base de ¢1,042,199.16 colones, sin embargo, el salario líquido mensual de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) colones, (con las deducciones de cargas sociales y el impuesto de renta); además, el alquiler de un apartamento construido en la misma propiedad donde vive el joven y el salario de José Raúl, quien fue contratado desde mayo de 2022 como “digitador de datos” para el departamento de Time Card Processor de la empresa Access Personnel.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

Por su parte, previo al fallecimiento del señor Bolaños en el hogar del evaluado se contaba con un ingreso mensual promedio de ¢1,836,405.00 tal y como se muestra en el cuadro número dos; sin embargo, dicho ingreso bajó ¢175,812.00 colones desde agosto de 2022, cuando se suspendió el giro de la pensión alimentaria.

En cuanto a la atención de las demás necesidades del grupo familiar se detallan en el cuadro No. 3, identificándose que estos ascienden a ¢1,550,614.00.

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

De tal manera, José Raúl y su madre lograban la satisfacción de las necesidades básicas (teniendo acceso a alimentos, vestimenta, calzado), protección al contar con acceso a servicios de atención médica mediante la seguridad social, acceso a una vivienda que cuenta con los servicios básicos, así como con el disfrute de actividades recreativas, viendo así mismo satisfechas necesidades de transporte. Sin embargo, debe considerarse que para poder cubrir las necesidades materiales familiares el joven referido tuvo que suspender su carrera en el Instituto Politécnico Internacional desde agosto de 2022, pues no logra cubrir el monto requerido para cubrir el costo de esta carrera, lo cual lo ubica en una condición de desventaja.

Por otra parte, y en relación a la solicitud del presente trámite de pensión el joven reportó que solicitó el trámite con el interés de mantener el estilo de vida acostumbrado y poder finalizar con sus estudios universitarios el cual lograba gracias a los aportes del padre y la madre.

En cuanto a la visita domiciliaria se encuentra una vivienda en adecuado estado de conservación, cuenta con aposentos que dan seguridad y confort a sus integrantes; el referido tiene su propio dormitorio y puede trabajar desde su domicilio.

La vivienda tiene una ubicación que le permite tener cercanía y acceso a servicios básicos y comunales, servicios de salud, transporte y otros. El entorno es percibido como tranquilo y no se reportan problemas con vecinos.

3) Carolina Chaves Sibaja:

La persona referida es la señora Carolina Chaves Sibaja, de nacionalidad costarricense, portadora del número de identificación (valor 3), cuenta con 42 años de edad, viuda, cursó la secundaria incompleta y se dedicada a labores domésticas no remuneradas, figura como la solicitante de pensión en calidad de cónyuge del ex jubilado judicial. 

El señor Ricardo Bolaños Bolaños, figura como la persona fallecida y esposo de la señora Carolina Chaves Sibaja persona referida en la presente causa judicial. De nacionalidad costarricense, portador del número de identificación (valor 6), jubilado que se desempeñó como funcionario judicial como Jefe Regional del Organismo de Investigación Judicial (OIJ) y fallecido en el mes de agosto del año 2022.

De los antecedentes de vida de la persona valorada y de interés del estudio social, se conoce que se estableció en una relación con el señor Ricardo Bolaños Bolaños por aproximadamente doce años de los cuales ocho años se mantuvieron en matrimonio y conformaron un grupo familiar también integrado por los dos hijos de la persona referida, quienes al momento de la valoración social cuentan con 19 y 15 años de edad.

La distribución y organización de roles a lo interno del grupo familiar refleja que el señor Ricardo funjó como proveedor económico y la señora Carolina encargada de las actividades domésticas no remuneradas, y del cuido y atención de los hijos.

Previo al fallecimiento del exfuncionario judicial su grupo familiar e ingresos económicos estaban conformados de la siguiente manera:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

El cuadro anterior refleja que el grupo familiar del exfuncionario judicial estaba conformado por su esposa y dos hijos de ésta, todos dependientes económicamente del ingreso económico del señor Ricardo. 
 
Se conoce que los ingresos económicos del ex funcionario judicial permitieron la solvencia de las necesidades alimentarias y no alimentarias de todos los miembros del grupo familiar, con estabilidad habitacional, alimentaria, pago de servicios públicos, educación, impuestos municipales, recreación, vestido y calzado, transporte incluida la gasolina, cable e internet, odontología, actividades recreativas aunado a esto al pago de tres pensiones alimentarias de hijos del exfuncionario judicial. Todos egresos que éste asumió a lo largo de la vida conjunta con la persona referida.

Se reporta que aproximadamente un año previo al fallecimiento del señor Ricardo en el mes de agosto del año 2022, y que según el acta de defunción la causa de su muerte responde a (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), las condiciones económicas del grupo familiar estaban enfocadas en solventar las necesidades del señor Ricardo prioritariamente. Si bien no se cuenta con información detallada de los egresos, se constata que eran insuficientes para responder a las necesidades por solventar pues se incrementaron con la condición de cuido generalizado de éste.

Al respecto se conoce que requirió de la compra de productos de apoyo como cama especializada con el colchón y cobertor anti úlceras, silla de ruedas, silla de baño, modificaciones de accesibilidad en la vivienda como rampas, barandas; aunado a esto asistió a Terapia de Lenguaje, Terapia Respiratoria, los hijos de la persona referida estuvieron sometidos a terapias con especialista en Psicología. Todos egresos que fueron solventados con los ingresos económicos del salario del señor Ricardo con apoyo de la red familiar y en tres ocasiones distintas con apoyo de los equipos de trabajo del Organismo de Investigación Judicial (OIJ) de la Región de Pérez Zeledón y con productos de apoyo por parte del equipo de la región de San José.

Al momento de la valoración social el grupo familiar del señor Bolaños Bolaños, ha debido realizar diversas modificaciones en su estilo de vida a razón de la ausencia de posibilidades económicas, es así que egresaron de la vivienda en la que residían para alquilarla y contar con un ingreso para solventar algunas de las necesidades sin embargo es el grupo fraterno de la señora Carolina ha representado ser la principal red de apoyo que se han encargado de proveerles económicamente.

En este sentido, la organización familiar los ingresos y egresos económicos del grupo familiar al momento de la valoración social son los siguientes:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

El cuadro anterior refleja que los ingresos del grupo familiar de la persona referida corresponden el alquiler mensual de la vivienda y el monto aproximado del aporte que ha brindado la red de apoyo desde el fallecimiento del ex funcionario judicial y condicionado hasta la finalización del proceso de pensión correspondiente a la presente causa judicial. En cuanto a los egresos, corresponden al alquiler de apartamento, alimentación y productos de limpieza, servicios públicos de agua potable y luz eléctrica, telefonía, transporte/ gasolina, cable e internet, servicios de odontología de la persona menor de edad, gas, municipalidad la cual corresponde a un saldo de la deuda acumulada, el monto mensual como abono de la deuda de la funeraria la cual asciende a los ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante). Se identifica el mantenimiento del bien inmueble de la persona referida empero no se reporta el monto económico invertido pues presuntamente han sido reparaciones aisladas.

Aunado a esto se reconoce que el grupo familiar ha debido privarse del pago de la universidad de Kamil razón por la cual se encuentra en busca de empleo, terapias psicológicas a la cual asistían, dentista de la señora Carolina, las actividades recreativas, han debido trasladarse a un apartamento con el fin de contar con un mínimo de ingreso económico que les permita solventar algunas de las necesidades, variaciones en la dieta alimentaria al reducir el consumo de carnes y frutas.

4) (nombre 1):

La persona referida responde al joven (nombre 1), de nacionalidad costarricense, portador de la cédula de identidad (valor 4), con fecha de nacimiento el 8 de febrero de 2005, de 17 años de edad, estado civil soltero, cuenta con secundaria incompleta y se desempeña como estudiante de quinto año de colegio. Figura como solicitante de pensión en calidad de hijo del ex jubilado judicial.

El ex jubilado judicial corresponde al señor Ricardo Ovidio Hernán Bolaños Bolaños, de nacionalidad costarricense, portador de la cédula de identidad (valor 6), ex funcionario judicial quien se desempeñó como jefe de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón y fallecido el 18 de agosto de 2022 a causa de (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).

Respecto a los antecedentes sociales de interés de la persona valorada, se identificó que creció con su progenitora y sus abuelos maternos, quienes se desempeñaron el rol de crianza del solicitante.

Referente a las figuras parentales del joven (nombre 1), se conoció que establecieron relación de noviazgo por un año sin convivencia en unión de hecho, procrearon un hijo en común, quien responde al solicitante del proceso en estudio y la separación es promovida por a la progenitora a causa de motivos personales y por el presunto rechazo a la paternidad del joven referido.

En cuanto a la persona referida y ex jubilado judicial, se determinó que en ninguna de las etapas de vida del joven (nombre 1) hubo fortalecimiento de la relación paterno filial, por ende, no se estableció vínculo socio afectivo ni comunicación entre las partes.

En razón de la desatención de los deberes parentales del señor Bolaños Bolaños, en el año 2007 se inició un proceso de pensión alimentaria en favor del solicitante de pensión, la cual se mantuvo hasta la fecha del fallecimiento del ex jubilado judicial. 

Asimismo, se conoció que el solicitante recibió del señor Ricardo únicamente el pago correspondiente de la pensión alimentaria, siendo que no se identificaron otros aportes económicos ni en especie. 

Por otra parte, en la dinámica familiar en la que se desarrolló el evaluado, se conoció que su progenitora asumió el cuido y atención de sus abuelos maternos y de su hijo (nombre 1), lo que la limitó a insertarse en el sistema productivo laboral, sin embargo, las necesidades básicas eran cubiertas con la pensión alimentaria del solicitante y con la pensión contributiva de su abuelo materno.

No obstante, con el fallecimiento de su abuelo materno, la condición socio económica se agudizó, siendo que el único ingreso percibido por el núcleo familiar evaluado fue el proveniente de la pensión alimentaria recibida por el solicitante y dos aportes económicos que realizaba dos tíos (as) del joven (nombre 1), las cuales son de ¢85 000.00 y ¢15 000.000, respectivamente.

Posterior al deceso del señor Ricardo Bolaños, se presentaron cambios en la situación socio económica, debido que la mayor fuente de ingresos provenía de la pensión alimentaria que recibía el solicitante, por lo que se recurrió a realizar una organización interna temporal entre el tío materno y tías maternas de (nombre 1), la cual consiste en realizar un rol de aporte económico quincenal por el monto de ¢65 000.00, a fin de cubrir los gastos mensuales y necesidades básicas durante el período de la tramitación de la presente solicitud de pensión.

Al momento de la valoración social, la persona referida conforma grupo familiar con su progenitora, residen en vivienda propia a nombre de su madre, la cual se obtuvo por herencia de su abuelo materno.

Acerca de las condiciones habitacionales, residen en zona urbana con acceso a todos los servicios públicos de agua potable, electricidad, telefonía e internet, la infraestructura no denota deterioro en el mantenimiento de los aposentos, no se observan condiciones de hacinamiento, por lo contrario, la vivienda ofrece espacios, menaje, electrodomésticos y divisiones internas que favorecen el desarrollo de las actividades diarias.

En cuanto a las condiciones de salud, el solicitante está asegurado por su progenitora, quien realiza un pago mensual del seguro voluntario. La persona referida descarta enfermedades y tratamiento médicos, además de ello, realiza todas sus actividades y tareas diarias por sus propios medios, por lo que no requiere de productos de apoyo ni de necesidades específicas. 

Conforme a consulta digital pública efectuada en el Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del Estado (SINIRUBE), se determinó que el joven (nombre 1) y su progenitora no reciben subsidios provenientes de Estado.

Por otra parte, el solicitante no genera ingresos económicos, siendo que no cuenta con experiencia laboral, ya que se ha desempeñado únicamente como estudiante en el sistema educativo formal.

De acuerdo con los ingresos y egresos mensuales reportados al momento de la valoración social, se muestra lo siguiente:

(Adjunto suprimido por contener información sensible de la persona gestionante)

En relación al cuadro anterior, se observa que los egresos superan los ingresos reportados, por lo que el grupo familiar de interés recurre a estrategias de sobrevivencia asociadas con la colaboración de las tías maternas del evaluado, quienes son las redes de apoyo identificadas durante la valoración social.

XI. Normativa atinente al caso

Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma N° 9544), de interés, estipula lo siguiente:

“[…]Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

b) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento...”

Tienen derecho a pensión por orfandad:

1) Los hijos que, al momento del fallecimiento del causante, dependían económicamente de este, de acuerdo con las siguientes reglas:

1.1) Solteros menores de edad.

1.2) Mayores de dieciocho años, pero menores de veinticinco años, que realicen estudios reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)

“[…]Artículo 229- El monto de las prestaciones de pensión por sobrevivencia en los casos de viudez, unión de hecho, orfandad o ascendencia será proporcional al monto de pensión que recibía el pensionado al momento de fallecer, y en su conjunto este monto no será mayor al ochenta por ciento (80%) de lo que correspondía al causante…” 

XII. Datos de interés

· La revisión del maestro de jubilados muestra que el monto de jubilación que recibía el señor Ricardo Bolaños Bolaños era de ¢3,736,529.40 (tres millones setecientos treinta y seis mil quinientos veintinueve colones con 40/100) mensuales en bruto.

· Conforme a la normativa actual vigente, el monto máximo al que aspiran los jóvenes Bolaños Herrera y Bolaños Jiménez, así como la señora Chaves Sibaja y el menor (nombre 1) de aprobárseles la pensión es del 80% del monto que devengaba de jubilación su padre y cónyuge fallecido, para este caso equivale a ¢ 2,989,223.52 (dos millones novecientos ochenta y nueve mil doscientos veintitrés colones con 52/100) mensuales en bruto.

· Respecto a los estudios para los hijos mayores de 18 y menores de 25 años de edad la Ley vigente establece que deben ser: “(…) reconocidos por el Ministerio de Educación Pública (MEP), el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA), u otras instituciones a criterio de la Junta Administradora (…)” la negrita no pertenece al original.

De acuerdo con la documentación aportada por los jóvenes Bolaños Herrera y Bolaños Jiménez, actualmente se encuentran estudiando en la Universidad de Ciencias Empresariales (UCEM) y en la academia Virtual Learning of América, respectivamente. 

En cuanto a esta última institución, según lo confirmado por el joven Bolaños Jiménez, vía correo electrónico de fecha 14 de diciembre de 2022, la misma no se encuentra avalada por el Instituto Nacional de Aprendizaje (INA) ni por el Ministerio de Educación Pública (MEP). 

· Sobre las posibles vigencias del beneficio, las cuatro solicitudes de pensión fueron presentadas de la siguiente manera:

1. El 02 de setiembre de 2022, un total de 11 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Bolaños Bolaños, se recibió la gestión de la joven Bolaños Herrera y el joven Bolaños Jiménez.
2. El 10 de octubre de 2022, un total de 36 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Bolaños Bolaños, se recibió la gestión de la cónyuge sobreviviente Chaves Sibaja.
3. El 28 de octubre de 2022, un total de 50 días hábiles posteriores al fallecimiento del señor Bolaños Bolaños, se recibió la gestión del hijo menor (nombre 1).

XIII. Conclusiones

· El peritaje socioeconómico practicado a los jóvenes Girlany Nicole Bolaños Herrera, José Raúl Bolaños Jiménez y al menor (nombre 1) demuestra que el señor Ricardo Bolaños Bolaños les daba un monto por pensión alimentaria a cada uno para cubrir sus necesidades y estudios. Por otra parte, para el caso de la señora Carolina Chaves Sibaja, demuestra que a lo largo de la vida conyugal con el señor Bolaños Bolaños era él quien asumía la totalidad de los gastos del hogar, por lo que todos dependieron de los ingresos del jubilado fallecido, lo que al amparo de la Ley O.P.J vigente los convierte en sujetos del derecho reclamado, según lo indicado en el artículo N° 228 de dicha Ley. 

· Según certificaciones aportadas, se constató que ninguna de las cuatro personas solicitantes son beneficiarias de una pensión por parte de la Caja Costarricense de Seguro Social, Magisterio Nacional o el Ministerio de Trabajo, por lo que no cuentan con ingresos por esta vía.

· Según lo concluido por las trabajadoras sociales encargadas de los peritajes, se determina lo siguiente: 

Girlany Nicole Bolaños Herrera:

Los hallazgos de la investigación social realizada permiten determinar que la joven Girlany Nicole en el curso de su vida, dispuso del grupo familiar de origen y del apoyo económico del señor Ricardo Ovidio Bolaños Bolaños (padre), para la atención de sus necesidades básicas y complementarias en su desarrollo integral.

Al momento de la valoración Girlany Nicole conforma familia unipersonal, en la que requiere esfuerzos adicionales para atender sus necesidades cotidianas, incluyendo educación universitaria. El fallecimiento del señor Bolaños Bolaños y la inmediata suspensión del beneficio de la pensión alimentaria, deviene directamente en el gasto mensual y familiar, donde actualmente no dispone de efectivos apoyos

En resumen, Girlany Nicole aún depende medianamente de la pensión económica para continuar como estudiante activa en su formación profesional.

José Raúl Bolaños Jiménez:

Al concluir la valoración social, impresiona que el joven José Raúl Bolaños Jiménez es un joven, soltero, estudiante de educación superior, hijo del señor Ricardo Bolaños Bolaños (jubilado judicial fallecido) y la señora María Cristina Jiménez Marín.

Se identifica que el joven referido forma parte del hogar materno desde la separación de sus progenitores y lograba ver satisfechas sus necesidades, teniendo acceso a satisfactores como vivienda, alimentos, vestido, calzado, educación, transporte, recreación y atenciones médicas gracias al ingreso generado por su madre y al aporte que realizaba su padre por medio de pensión alimentaria desde su niñez.

Finalmente, resalta que a la fecha de la valoración y tras la defunción del señor Bolaños el evaluado ha tenido que realizar acciones concretas como suspender su formación superior para que la familia pueda cubrir de manera satisfactoria las necesidades, lo que evidencia que José Raúl dependía parcialmente del padre para ver satisfecho su derechos a la educación, pues el aporte del señor Bolaños permitía cubrir el déficit económico actual del hogar que le permitía al joven el acceso a su derecho de estudiar.

Carolina Chaves Sibaja:

Culminado el estudio ordenado, se evidencia que la señora Carolina Chaves Sibaja y sus hijos, han sido dependientes económicamente del señor Ricardo Bolaños Bolaños desde el establecimiento de la relación entre ambos hace aproximadamente doce años. 

Se identifica que tras el fallecimiento del exfuncionario judicial el grupo familiar ha estado condicionado al aporte de la red de apoyo de la persona referida, quienes han asumido la solvencia de las necesidades temporalmente; sin embargo, se reconocen privaciones en continuar en la vivienda en la que residían, terapias psicológicas a las que asistían, actividades recreativas, variaciones en la alimentación, pago de servicios odontológicos de la persona referida. Aunado a esto se encuentran endeudados con los servicios fúnebres brindados al señor Bolaños Bolaños e impuestos municipales por lo que ha debido a arreglos de pago.

Se conoce también que, si bien se identifica un estilo de vida similar a lo largo de la vida en familia, durante el último año de vida del señor Bolaños Bolaños las condiciones económicas variaron en tanto surgieron necesidades propias de las afectaciones de salud de éste, que implicaron gastos extraordinarios y por tanto la intervención económica de diversas redes de apoyo, y tras su fallecimiento una modificación del estilo de vida del grupo familiar que ha implicado dependencia económica hacia otras personas, endeudamiento, privaciones, reestructuración en los proyectos de vida y el desarrollo de habilidades de adaptación a las nuevas realidades.

(nombre 1):

A partir de los hallazgos realizados en la investigación social realizada, se determina que el solicitante (nombre 1) recibió pensión alimentaria del ex jubilado judicial desde el año 2007 y hasta el fallecimiento del señor Ricardo Bolaños Bolaños, lo cual permite evidenciar la dependencia económica que se mantuvo por un lapso de 15 años.

Al momento de la valoración se identificó que, pese a que el grupo familiar actualmente presenta ingresos, lo cierto del caso, es que estos responden a entradas económicas voluntarias y temporales, por lo que no son montos permanentes, siendo que estos responden a una red de apoyo que se brinda únicamente durante el período de la tramitación de la presente solicitud de pensión.

· Conviene destacar que, el objetivo de un beneficio económico por pensión procura cubrir las necesidades básicas de las personas que cumplan con los requisitos legales establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, conforme lo dicta el articulo N°. 228, delimitando claramente como posibles beneficios al cónyuge, hijos (menores de edad y/o con discapacidad) o padres del causahabiente, en el caso de que exista dependencia económica, debido a que lo que pretende es sustituir la ayuda que el fallecido otorgaba a las personas citadas en el supuesto de la norma, de manera que no queden en una situación de indigencia, no siendo posible la designación a otro tipo de familiares como tíos, hermanos, primos, nietos o similares, considerando que, en aplicación al Principio de Legalidad, no se pueden considerar como posibles beneficiarios estos últimos, en razón de que la normativa no lo prevé de esta manera. 

· Tomando en cuenta lo antes citado, es importante destacar que para el caso de la señora Carolina Chaves Sibaja su ingreso fijo es de ¢250,000.00 ya que, ¢775,000.00 corresponden a la ayuda que recibe de su grupo fraterno como red de apoyo. Por lo que, este último monto no será considerado en la definición de porcentaje de pensión toda vez que es un ingreso temporal. 

Por otra parte, referente a los egresos se determina no considerar del reporte de gastos incluido en el dictamen socioeconómico número 22-000847-0726-TS aquellos correspondientes a los hijos de doña Carolina (¢25,000.00 de odontólogo y ¢40 000,00 de centro educativo), ya que, de acuerdo con la normativa actual no entran dentro del grupo de personas que pueden tener derecho a una pensión por fallecimiento. En virtud de lo anterior, el monto a considerar por gastos será ¢511 042,00 (quinientos once mil cuarenta y dos colones con 00/100).

· Finalmente, en cuanto a la dependencia económica de los jóvenes Girlany Bolaños Herrera y José Raúl Bolaños Jiménez, así como el menor (nombre 1), serán considerados para la definición del porcentaje de pensión, los montos otorgados por concepto de pensión alimentaria reportados en los estudios socioeconómicos 22-000783-0729-TS, 22-001326-0735-TS y 22-000914-0726-TS, es decir: ¢115,000.00 a la joven Girlany, ¢175,812.00 al joven José Raúl y ¢130,000.00 al menor (nombre 1).

XIV. Recomendaciones 

1. Considerando los montos que el señor Ricardo Bolaños Bolaños brindaba a su hija e hijos por concepto de pensión alimentaria para solventar sus necesidades de manutención y estudio según lo reportado en los estudios de Trabajo Social, se estima conveniente recomendar se les asigne del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su padre fallecido, los siguientes porcentajes de pensión:

· A la joven Girlany Bolaños Herrera un 5% equivalente a ¢149 461,18 (ciento cuarenta y nueve mil cuatrocientos sesenta y un colones con 18/100). Esto a partir del 19 de agosto de 2022, día después del fallecimiento.

· Al joven José Raúl Bolaños Jiménez un 8% equivalente a ¢239 137,88 (doscientos treinta y nueve mil ciento treinta y siete colones con 88/100). Esto a partir del 19 de agosto de 2022, día después del fallecimiento.

Para el caso particular, este beneficio queda sujeto a aprobación de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de conformidad con lo establecido en el artículo 228, inciso 1.2 de la Ley vigente, ya que, el instituto para el que estudia actualmente no está avalado por el INA o por el MEP.

· Al menor (nombre 1) un 6%, equivalente a ¢179 353,41 (ciento setenta y nueve mil trescientos cincuenta y tres colones con 41/100). Esto a partir del 28 de octubre de 2022, día en que presentó la solicitud de pensión.

1. Asimismo, considerando que la señora Carolina Chaves Sibaja, presenta un déficit económico de ¢(datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante) entre sus ingresos y egresos fijos, se estima conveniente recomendar que el porcentaje de pensión que se le asigne sea el 11% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, el cual equivale a ¢328,814.59 (trescientos veintiocho mil ochocientos catorce colones con 59/100) monto con el cual se prevé cubrir los gastos de la misma. Esto a partir del 10 de octubre de 2022, día en que presentó la solicitud de pensión.

1. Cabe destacar que dichos porcentajes se definen en proporción a lo reportado en los estudios de intervención 22-000783-0729-TS, 22-001326-0735-TS, 22-000914-0726-TS y 22-000847-0726-TS del Departamento de Trabajo Social y Psicología del Poder Judicial, el cual toma como referencia la documentación aportada y manifestaciones realizadas por la joven Bolaños Herrera y el joven Bolaños Jiménez, así como, de las señoras Chaves Sibaja y Mora Barrantes en calidad de representante legal del menor (nombre 1), en cuanto a los ingresos y egresos mensuales de cada grupo familiar, esto con el fin de que puedan solventar sus gastos y conservar un estilo de vida estable.

Finalmente, se considera oportuno manifestar que esta solicitud debe ser analizada velando por la sostenibilidad del fondo, considerando en el bienestar colectivo y no individual, de manera que se cumplan los fines de la solidaridad, gradualidad, equidad y sostenibilidad financiera que reiteradamente han señalado los juristas.

Se espera que los elementos enumerados en el presente documento sean de utilidad a esa estimable Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para lo que a bien estimen resolver.

Anexos:

2) Dictámenes Socioeconómicos:

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

3) Medios de notificación: 

(…)”
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Se acuerda:	Una vez analizada las solicitudes de pensión incoadas por la joven Girlany Nicole Bolaños Herrera, y el joven José Raúl Bolaños Jiménez, en calidad de hija e hijo y las señoras Carolina Chaves Sibaja, en calidad de cónyuge sobreviviente, así como, Lidieth Mora Barrantes, en calidad de representante legal del menor (nombre 1), también hijo del jubilado judicial fallecido Ricardo Ovidio Bolaños Bolaños, así como el dictamen socioeconómico emitido por el Departamento de Trabajo Social y Psicología y el oficio N° 0833-JP/DJA-2022 del 21 de diciembre de 2022, suscrito por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino, el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe interino del Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, así como la licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora de la Unidad de Cálculo de Beneficios, todos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, por lo anterior, de conformidad con el artículo 229 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Junta acuerda: Acoger las solicitudes de pensión de la siguiente manera, con los cálculos hechos de conformidad con lo dispuesto en la Ley Orgánica del Poder Judicial vigente (Reforma 9544): a.) A la joven Girlany Bolaños Herrera, cuya asignación mensual será de ¢149 461,18 (ciento cuarenta y nueve mil cuatrocientos sesenta y un colones con dieciocho céntimos), equivalente al 5% del 80% del monto de la jubilación que recibía su padre, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 19 de agosto de 2022. b.) Al joven José Raúl Bolaños Jiménez, cuya asignación mensual será de ¢239 137,88 (doscientos treinta y nueve mil ciento treinta y siete colones con 88/100). equivalente al 8% del 80% del monto de la jubilación que recibía su padre, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 19 de agosto de 2022. c.) Al menor (nombre 1), cuya asignación mensual será de ¢179 353,41 (ciento setenta y nueve mil trescientos cincuenta y tres colones con cuarenta y un céntimos) equivalente al 6% del 80% del monto de la jubilación que recibía su padre, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 28 de octubre de 2022. d.) A la señora Carolina Chaves Sibaja, cuya asignación mensual será de ¢328,814.59 (trescientos veintiocho mil ochocientos catorce colones con cincuenta y nueve céntimos), equivalente al 11% del 80% del monto bruto de jubilación que devengaba su esposo fallecido, con las deducciones que por ley correspondan, a partir del 10 de octubre de 2022.
La Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tomará nota para lo que corresponda.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124404796][bookmark: _Toc124527801][bookmark: _Toc34222242]ARTÍCULO XV
Documento N° 1169-2022
La joven Lorna Francela Vargas Alvarado, mediante correo electrónico del 4 de noviembre de 2022, comunicó:
“…Yo le envié el 30 de Mayo del año en curso por correo a la Señora. Licda. Katherine Zamora M. Los documentos de las Notas y el Titulo de Criminología en que me gradué y la Matricula de la carrera que llevaría y el 3 de Junio le termine de Mandar la constancia de estudios.

Yo lleve en la Universidad de San José de Puntarenas, hasta finales del mes de Julio. Ya que o pude seguir con mis estudios, porque mi Señora Madre está muy enferma de salud y tengo una hermanita de 8 años que está en la escuela del Roble, en II grado quien depende de mí para ir a dejarla y traerla ya que mi Mamá no puede y deje los estudios porque la pensión no me alcanzaba y la que me ayudaba a pagar era ella con ventas de ropa bolsita y otras cositas ya no puede vender como antes ni andar en la calle cobrando.

Es tan así que le pedí a la Universidad una constancia de Estudios y me la quisieron dar aunque mi mamá me dio la plata para pagar dicho documento y lo que me dijeron fue que tenía que pagar los dos Meses que no recibí clases y que son 75.000 y no los tenemos.

Les solicito a la unidad de pagos Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

Que por favor me ayuden yo no me estoy negando a pagarles, pero les pido que me cobren los meses de Julio, Agosto y Septiembre. 
	
Y no Mayo ni Junio ya que yo si presente rendimiento Académico a la Lic Zamara en Mayo y la Matricula de Junio.

El monto que puedo yo pagar por mes serian 35.000 haciendo un gran esfuerzo ya que tengo un Titulo de Criminología y no me e podido colocar en ningún lado ya que aquí en Puntarenas no hay trabajo y no me puedo ir fuera de Puntarenas por la salud de mi mamá.

Solicito se pongan la mano en el corazón ya por la situación que mi madre y yo estamos pasando.

Solicitamos un dictamen médico de mi mama y dura de 15 a 1 mes para que nos los den y así pueda yo comprobar lo enferma que esta mi madre.

Adjunto los documentos y título y notas y Matricula de la Universidad que yo presente. Y placas y tac de mi madre ya que tiene un desgaste en las vertebres de la 1 a la 7 y en la 5 6 7 tiene 1 hernia en c/u.

Sin más que decir se despide de ustedes y esperando de toda su ayuda y comprensión.

…”
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En relación con lo anterior, mediante oficio N° 827-JP/DJA-2022 del 19 de diciembre de 2022, la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, comunicaron:
“Para su estimable conocimiento, en lo relacionado con el beneficio de pensión de la joven Lorna Vargas Alvarado, número de cédula (valor 1), en forma atenta se indica:

· Que con respecto a lo señalado por la pensionada Vargas Alvarado mediante correo electrónico de fecha 03 de noviembre de 2022, relacionado con la presentación de documentos ante esta Unidad, se debe aclarar que los documentos remitidos correspondían al rendimiento académico del I cuatrimestre de 2022 que abarca el período de enero a abril de 2022 (enviados vía correo electrónico el 31/05/2022) y al documento de matrícula del II cuatrimestre de 2022 período de mayo a setiembre 2022 (presentado vía correo electrónico el 03/06/2022). Dichos documentos tenían como fecha límite de presentación el 31 de mayo de 2022. 

· Que la siguiente fecha límite de presentación de documentos (rendimientos del II cuatrimestre de 2022 y nuevos estudios del III cuatrimestre 2022) para la joven Lorna Vargas por la modalidad de estudio, fue el pasado 30 de setiembre de 2022.

· Que al momento de generar la planilla de la I quincena de octubre de 2022, la pensionada Vargas Alvarado no remitió a esta oficina los documentos mencionados (rendimiento y nuevos estudios), por lo que, el beneficio se suspendió a partir del 01 de octubre de 2022, en virtud que no se contaba con documentos de estudios que respaldaran la vigencia del beneficio a partir del mes de setiembre de 2022 (lo anterior se le comunicó vía correo electrónico el 07 de octubre de 2022). Además, se generó la cuenta por cobrar correspondiente al mes de setiembre de 2022.

· Adicionalmente, en cumplimiento de la Política de Estudiantes Pensionados, se procedió a elaborar la cuenta por cobrar por el período del 01 de mayo de 2022 al 31 de agosto de 2022 (período correspondiente al II cuatrimestre de 2022), debido a que no remitió el documento pertinente a las calificaciones de las materias cursadas en dicho período, por lo que, no fue posible para esta Dirección verificar el buen rendimiento académico. Lo anterior, de conformidad con lo establecido en el artículo N° 29 del Reglamento General del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 

· Que el monto bruto del beneficio de pensión mensual que recibía la joven Lorna Vargas Alvarado al momento de la suspensión era por la suma de ¢179.534,86 (¢89.767,43 por quincena).

· Que la fecha de nacimiento de la pensionada estudiante es el 04 de junio de 2000, por lo que, cumplirá 25 años el 04 de junio de 2025.

Por lo antes expuesto, se traslada el presente informe a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de acuerdo con lo solicitado a esta oficina mediante correo electrónico de fecha 25 de noviembre de 2022 y recibido en esta Unidad el 12 de diciembre de 2022. 

Quedamos atentos en caso de que requieran información adicional.

…”
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Manifestaciones de los integrantes:
El máster Rodrigo Arroyo Guzmán manifiesta que, la actuación de la Dirección de la JUNAFO ha sido acorde, en cuanto al tema de que la joven se atrasara en la presentación de las notas y que en algún momento presentara notas antiguas como si fueran nuevas.
Señala que hay un lado humano que no se puede dejar de ver, de la situación que tiene la joven con la mamá, pero que no lo pueden permitir y abrir las puertas para que todas las personas en una situación complicada lo tomen como excusa, y se les esté cediendo el beneficio.
Expresa que en ese sentido es más estricto en el tema de que no le gusta que se aprovechen de la situación, y que en ese caso él mantiene lo adoptado por la Dirección, que se proceda a informar a la joven sobre lo actuado, lo real, y que se determine la fecha en que proceden los cobros y la suspensión del beneficio.
El licenciado Arnoldo Hernández Solano, acoge la propuesta de don Rodrigo.
El licenciado Parris Quesada Madrigal indica que, en esta situación especial, hay que acoger lo que corresponde a Ley, con la información y documentos que corresponden, y que no se pueden presentar documentos que pertenecen a otros periodos, ya que es un tema delicado.
Refiere que entiende la situación, pero que el tema social aquí es diferente a un tema pro Fondo, que es realidad en cuanto a manejar bien los recursos del mismo y de la mejor manera, y que hay reglas para que la joven pueda presentar la información correspondiente, por lo que también está de acuerdo con la propuesta de don Rodrigo.
Así mismo, el doctor Juan Carlos Segura Solís y el máster Alexander Arguedas Vindas, expresan estar de acuerdo con la propuesta de don Rodrigo.
Se acuerda:	Conforme a las manifestaciones plasmadas anteriormente por las personas integrantes de este órgano, se acuerda lo siguiente: 1.) Tomar nota del correo electrónico suscrito por la joven Lorna Francela Vargas Alvarado, remitido el 4 de noviembre de 2022. 2.) Tener por recibido el oficio N° 827-JP/DJA-2022 del 19 de diciembre de 2022, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora interina y el máster Bryan Calvo Calderón, Jefe de Subproceso de Jubilaciones y Pensiones, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO. 3.) Avalar en todos sus extremos lo actuado por Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en consecuencia, mantener las actuaciones realizadas sobre el caso de estudio, si bien es cierto, este órgano entiende la situación que la joven Vargas Alvarado, lo cierto del caso es que se está en la obligación de aplicar la normativa sin excepciones, en aras de resguardar los recursos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder. 4.) Deberá la Joven Vargas Alvarado, presentar la documentación requerida para optar por el beneficio de pensión, de conformidad con los preceptos establecidos en la normativa, para ello, podrá coordinar con la administración la entrega de los mismos. 5.) Deberá la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, analizar el caso en estudio, para determinar si existen saldos pendientes por cobrar a la joven Vargas Alvarado, de ser así, deberá iniciar con el trámite que corresponda. 6.) En el caso de que la joven Vargas Alvarado, presente a la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial la documentación requerida para optar por el beneficio de pensión, la reactivación se realizará desde el momento en que complete la entrega de todos los documentos. 7.) Notificar el presente acuerdo a la persona interesada. 8.) La Dirección de la Junta Administradora tomará nota para los fines correspondientes. 
Se procede con la votación, y se aprueba por unanimidad.
ARTÍCULO XVI
Documento Nº 1179-2022
[bookmark: _Hlk124404048]La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y la licenciada Flor Isabel Segura Chaves, Coordinadora del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, ambas de la Dirección Jurídica, en oficio N° DJ-2340-2022 del 22 de diciembre de 2022, dirigido a la Secretaría General de la Corte con copia a esta Junta, comunicó:
“Con el fin de que se haga del conocimiento del Consejo Superior, muy respetuosamente se remite el oficio número DPB-OFI-8110-2022 de fecha diecinueve de diciembre en curso, suscrito por el licenciado Luis Felipe Solano Ramírez, Procurador de la Procuraduría General de la República, en el que comunica lo resuelto en Proceso Monitorio Dinerario interpuesto por el Ministerio de Hacienda, contra el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, tramitado bajo el expediente número 18-003030-1765-CJ. 

En el citado proceso, el Juzgado Especializado de Cobro del II Circuito Judicial de San José, Sección Tercera, dictó la sentencia número 2022007260 de las diecinueve horas y treinta y uno minutos del veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, por la cual se aceptó la solicitud de demanda improponible, interpuesta por la representación estatal, lo cual resultó favorable a los intereses de la Institución y del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, al declarar la falta de legitimación, indicando:

“[…]De conformidad con lo expuesto, se declara improponible la demanda interpuesta por Ministerio de Hacienda; en contra del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por falta de legitimación activa. Se omite pronunciamiento sobre las demás causales que se mencionan para justificar la solicitud de improponibilidad. Se rechaza la solicitud de notificar a la Superintendencia de Pensiones para que continuara con el proceso. En el momento procesal oportuno, archívese el asunto. Sin condena en costas […]”.

Conforme a lo resuelto, se considera necesario indicar a los señores y señoras integrantes del Consejo Superior los argumentos esenciales que se desprendieron del análisis de la autoridad judicial para llegar a la conclusión de declarar la falta de legitimación activa:

a.- El Ministerio de Hacienda (Oficina de Cobros del Ministerio de Hacienda), justificó su legitimación amparada en lo dispuesto en el artículo 21 del Reglamento para regular la participación de los sujetos fiscalizados en el financiamiento del presupuesto de las superintendencias, decreto ejecutivo N° 38292-H, mismo que menciona en cuanto al punto debatido: “Si al término de dicho plazo el sujeto fiscalizado o emisor se mantiene en mora, la Superintendencia que sea del caso certificará el adeudo y lo remitirá a la Oficina de Cobros del Ministerio de Hacienda, de conformidad con lo que establece el artículo 169(*) del Código de Normas y Procedimientos Tributarios”.

b.- La Representación Estatal arguyó dicho asidero al mencionar que dicho reglamento no tenía la capacidad de modificar normas de rango legal superior, estimando que la Oficina de Cobro del Ministerio de Hacienda, únicamente podría poner al cobro deudas relaciones con la administración central; situación que le impediría presentar dicho proceso.

c.- La parte actora mediante escrito del 27 de abril de 2021, cambia de posición y considera que carece de legitimación para continuar con el proceso judicial, lo anterior debido a un cambio en la reglamentación en cuestión; justifica dicha postura al mencionar “Como un hecho nuevo y relevante, aporto copia del Decreto Ejecutivo número 42816-H, que reformó el artículo 21 del Reglamento para Regular la Participación de los Sujetos Fiscalizados en el Financiamiento del Presupuesto de las Superintendencias, publicado en el Diario Oficial La Gaceta del veintidós de marzo del dos mil veintiuno, siendo que el numeral indicado se debe leer de la siguiente forma: ´Si al término de dicho plazo el sujeto fiscalizado o emisor se mantiene en mora, corresponderá a la Superintendencia que sea del caso iniciar las gestiones de cobro que correspondan”, (el destacado es nuestro). 

d.- La autoridad judicial concluye que con la modificación del reglamento, la Oficina de Cobro del Ministerio de Hacienda, pierde legitimación para iniciar gestiones de cobro a con el fin de recuperar dineros adeudados a la Superintendencia.

Es así como esta unidad jurídica, informa sobre lo resuelto por la Autoridad Judicial en el proceso judicial citado y por ser de interés de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se remite copia del presente oficio al MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.i, para que por su medio lo haga de conocimiento de la JUNAFO, para el trámite que consideren oportuno.
 
Como referencia a lo indicado, se adjunta la siguiente documentación:

1.- Oficio número DPB-OFI-8110-2022, suscrito por el licenciado Luis Felipe Solano Ramírez, Procurador de la Procuraduría General de la República.

2.- Sentencia número 2022007260 de las diecinueve horas treinta u uno minutos del veinticuatro de noviembre de dos mil veintidós, dictada por el Juzgado Especializado de Cobro del II Circuito Judicial de San José, Sección Tercera.”

 

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de la copia del oficio N° DJ-2340-2022 comunicado por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y la licenciada Flor Isabel Segura Chaves, Coordinadora del Área de Procedimientos Disciplinarios y Jurisdiccionales, ambas de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Trasladar a la Dirección y a la Asesoría Jurídica de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, para lo de su cargo. 
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527803]ARTÍCULO XVII
Documento N° 17-2023
La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina del Poder Judicial, mediante oficio Nº 2272-DJ/CA-2022 recibido el 12 de enero de 2023, comunicó:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No. 18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No. 390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante oficio N° 663-JP/DJA-2022 del 13 de octubre de 2022, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y por el MPM. Oslean Mora Valdez, Director a.í, ambos de dicha Junta Administradora, en el cual se detalla las sumas giradas en demasía a la pensionada judicial, señora Allison Víctor Vásquez, cédula número (valor 1), por un monto de ¢172.537,08 (ciento setenta y dos mil quinientos treinta y siete colones con ocho céntimos), correspondiente al período del 01/01/2022 al 15/01/2022, 16/01/2022 al 31/01/2022, 01/02/2022 al 15/02/2022, 16/02/2022 al 28/02/2022, Adicional por costo de vida I Q enero 2022, Adicional por costo de vida II Q enero 2022, Adicional por costo de vida I Q febrero 2022, 01/03/2022 al 15/03/2022, 16/03/2022 al 31/03/2022, 01/04/2022 al 15/04/2022, 16/04/2022 al 30/04/2022, 01/05/2022 al 15/05/2022, 16/05/2022 al 31/05/2022, 01/06/2022 al 15/06/2022 y del 16/06/2022 al 30/06/2022 (en el que reprobó dos materias de las cinco matriculadas en el I semestre de 2022).

En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento a la Licenciada Susana Castro Casasola, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por conocido el oficio Nº 2272-DJ/CA-2022 recibido el 12 de enero de 2023, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar a la licenciada Susana Castro Casasola, Asesora Jurídica del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual se acoge y se tiene por nombrada. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527805]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 1177-2022
La máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, mediante oficio Nº 2141-DJ/CA-2022 recibido el 23 de diciembre del 2022, comunicó:
“Conforme a lo dispuesto por el artículo 239, inciso c) de la Ley Orgánica del Poder Judicial, corresponde a esa Junta Administradora “(…) Recaudar las cotizaciones que corresponden a ese Fondo y ejercer las acciones de cobro necesarias.”, con base en ello, el Consejo Superior en sesión No. 18-2020 del 5 de marzo de 2020, aprobó la propuesta planteada por esta Dirección Jurídica, mediante oficio No. 390-DJ/CA-2020 del 7 de febrero de 2020 y autorizó que esta Dirección asumiera en calidad de órgano director, los procedimientos de cobro administrativo atinentes al Fondo de Jubilaciones y Pensiones, aquellos que mantiene en trámite y los que en el lapso de cooperación con esa Junta se inicien; así mismo, el Consejo Superior en sesión No. 25-2021 del 23 de marzo de 2021, artículo XLIX, ordenó a todas Direcciones del Poder Judicial atender los requerimientos de la Junta Administradora de manera directa y con la prioridad requerida, y de forma adicional en sesión No. 26-2021 del 6 de abril de 2021, artículo XXXI acordó “2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”.

En atención a lo expuesto, nos permitimos informar que, mediante oficio N° 748-JP/DJA-2022 del 14 de noviembre de dos mil veintidós, suscrito por el MBA. Bryan Calvo Calderón, Jefe Subproceso de Jubilaciones y Pensiones y la Licda. Ingrid Moya Aguilar, Subdirectora a.í. Dirección de la JUNAFO, se comunica a esta Dirección las sumas giradas en demasía a nombre de la pensionada judicial Keren María Soto Rodríguez, portadora de la cédula de identidad N° (valor 1). Lo anterior, por cuanto la pensionada judicial, remitió las calificaciones del II cuatrimestre de 2022 vía correo electrónico el 30 de septiembre de 2022 y al verificar la documentación presentada ante la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se determina que reprobó una de las cuatro materias matriculadas en el período y se detalla como deuda por cobrar la suma de ¢79.619,64 (setenta y nueve mil seiscientos diecinueve colones con sesenta y cuatro céntimos), correspondiente al período del 1° de mayo de 2022 al 31 de agosto de 2022..

[bookmark: _Hlk124920781]En razón de lo expuesto, de conformidad con lo establecido en el artículo 308 y siguientes de la Ley General de la Administración Pública y a efecto de realizar el procedimiento de cobro administrativo correspondiente, con motivo de la suma que se reporta fue girada en demasía, se solicita a esa Junta nombrar como Órgano Director del Procedimiento al Licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla, Asesor Jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante).”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tener por conocido el oficio Nº 2141-DJ/CA-2022 recibido el 23 de diciembre de 2022, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica interina de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 2.) Designar al licenciado Leonardo Chavarría Chinchilla, Asesor Jurídico del Área de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica del Poder Judicial, como Órgano Director del Procedimiento, quien deberá realizar las diligencias de recuperación necesarias y hacer el envío a esta Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, de las resoluciones correspondientes a los actos administrativos competencia de ese órgano en su calidad de Órgano Decisor, diligencias correspondientes al expediente No. (datos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante), lo cual se acoge y se tiene por nombrada. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Jurídica del Poder Judicial.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527808]ARTÍCULO XIX
Documento N° 1176-2022
Mediante oficio N° 316-SAF/DJA-2022 del 23 de diciembre de 2022, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, comunicaron:
“El MBA Ubaldo Carrillo Cubillo, Director de la Administración de Pensiones de la Caja Costarricense del Seguro Social (C.C.S.S.), mediante oficio N.º GP-DAP-1250-2022 del 10 de octubre de 2022, solicitó el traslado de las cuotas aportadas al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, del exfuncionario judicial Mauricio Cordero Tenorio, tal y como se detalla a continuación:

[image: ]
[image: ]

Con oficio N.° 254-SAF/DJA-2022 del 19 de diciembre del 2022 se le comunicó a la CCSS, las diferencias entre el cálculo actuarial de ese Régimen de Pensiones - Jubilaciones y el dato obtenido por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, según procedimiento aprobado por la JUNAFO en sesión N.º 32-2021, artículo VI celebrada el 4 de agosto de 2021. El resultado de la estimación efectuada por el FJPPJ, se muestra a continuación:

[image: ]

Mediante oficio N.° GP-DAP-SACI-1710-2022 de fecha 21 de diciembre de 2022, el Ing. Luis Gerardo Ramírez Salas; Jefe Subárea Administración Cuenta Individual de la CCSS, solicitó el traslado de las cuotas citadas, indicando lo siguiente:

“Con el fin de finalizar el traslado de cuotas a nombre del interesado indicado en el epígrafe del presente documento y de acuerdo con lo manifestado por el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial mediante oficio: N.°254-SAF/DJA-2022 de fecha 19 de diciembre del año en curso, le solicito respetuosamente realizar el depósito total por la suma de ¢21,744,050.58 (veintiún millones setecientos cuarenta y cuatro mil cincuenta colones con cincuenta y ocho céntimos) en la cuenta cliente Banco de Costa Rica número 15201001021023232 a nombre de la Caja Costarricense de Seguro Social...”

Procedimientos de cálculo y normativa aplicable

El monto requerido por la C.C.S.S. incluye un factor de actualización de las cuotas a liquidar, computadas a “valor presente”, de acuerdo con los cálculos de liquidación actuarial efectuados por la Dirección Actuarial de dicha Institución.

Para hacer efectivo el traslado de cuotas se considera lo establecido en el artículo N.° 46 del Reglamento del Seguro de Invalidez, Vejez y Muerte, el criterio emitido por la Subgerencia Jurídica de esa Entidad mediante oficio S.J.9848-20018 de fecha 16 de diciembre de 2008, así como el artículo N.º 234 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el cual indica:

“Artículo 234- Las personas que hayan laborado en el Poder Judicial y que hayan cesado en el ejercicio de sus cargos sin haber obtenido los beneficios de jubilación o pensión no tendrán derecho a que se les devuelva el monto de las cuotas con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones. Sin embargo, sí tendrán derecho a que el monto de las cuotas obreras, patronales y estatales con que han contribuido a la formación del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial se trasladen mediante una liquidación actuarial a la Caja Costarricense de Seguro Social (CCSS), o a la institución administradora del régimen básico en el que se les vaya a otorgar la jubilación o pensión. La solicitud de traslado la hará la entidad respectiva cuando vaya a otorgar la jubilación o la pensión, indicando el monto que debe enviársele. En el supuesto de que el monto resulte mayor al cotizado para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, solo se deberá enviar lo determinado actuarialmente. En caso contrario, si lo determinado actuarialmente como cotizado al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial fuera mayor que lo solicitado, la diferencia de la cuota obrera se trasladará al Régimen Obligatorio de Pensiones (ROP), administrado por la operadora de pensiones complementaria en la que se encuentra afiliada la persona que laboró en el Poder Judicial.” Lo marcado no corresponde al original.

De acuerdo con lo anterior y con fundamento en lo establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, esta Dirección realizó el estudio de traslado de aportes, considerando los siguientes aspectos:

1. Reporte Salarios 

Certificaciones de Contabilidad Nacional fechada 08 de agosto de 2022.

2. Porcentaje de aportes 

Para el cálculo de los aportes obrero, patronal y estatal al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se utilizaron los siguientes parámetros: 
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3. Herramienta liquidación actuarial, valor presente

El uso de la herramienta de cálculo de la liquidación actuarial fue aprobado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) en sesión 43-22 del 10 de noviembre de 2022, artículo VI.

De acuerdo con los puntos citados anteriormente, se obtuvo los siguientes resultados:

I. Tabla resumen de la liquidación actuarial:

[image: ]


II. Resumen del monto a trasladar: 
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Por lo antes expuesto y conforme a los elementos señalados, resulta necesario contar con la autorización del cuerpo colegiado que usted preside, mediante un acuerdo que faculte a la Dirección de la JUNAFO para que pueda continuar con el proceso de traslado de cuotas, gestionadas por la Caja Costarricense del Seguro Social, como administrador del Régimen del IVM, para el caso de referencia.

(Adjuntos suprimidos por contener información sensible de la persona gestionante)

…”

- 0 -
Se acuerda:	Considerado el informe remitido por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino y la licenciada Yesenia Flores Chacón, Jefa interina de Subproceso Administrativo Financiero, ambos de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO, en oficio N° 316-SAF/DJA-2022 del 23 de diciembre de 2022, la Junta acuerda: Tener por conocida la gestión de traslado de cuotas a favor del señor bocio Cordero Tenorio, al Régimen de Invalidez, Vejez y Muerte (IVM) de la Caja Costarricense de Seguro Social y aprobarla, por la suma de ¢ 21.744.050,58 (veintiún millones setecientos cuarenta y cuatro mil cincuenta colones con cincuenta y ocho céntimos) y remitir a la Dirección de la Junta Administradora Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para el trámite correspondiente.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124404800][bookmark: _Toc124527811]ARTÍCULO XX
Documento Nº 1-2023
[bookmark: _Hlk124343255]La señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6099/04 del 28 de diciembre del 2022, comunicó:
“La Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en el artículo 4 del acta de la sesión 6099-2022, celebrada el 21 de diciembre de 2022,

considerando que:

A. 	La Ley Orgánica del Banco Central de Costa Rica, Ley 7558, establece, en su artículo 2, literal c), que uno de los objetivos del Banco Central es: “promover la eficiencia del sistema de pagos internos y externos y mantener su normal funcionamiento”, para lo cual, en el artículo 69 de la Ley, le otorgó a la Junta Directiva la potestad de organizar y reglamentar el funcionamiento del sistema, lo que realiza mediante el Reglamento del Sistema de Pagos.

B. 	Con el objetivo de lograr una mayor inclusión financiera, competencia y eficiencia en la prestación de los servicios financieros y en línea con las tendencias internacionales de apertura de los sistemas de pago a nuevos participantes, desde mayo de 2018, se habilitó la posibilidad de ingreso a la plataforma del Sistema Nacional de Pagos Electrónicos de empresas que realizan actividades de transferencias de fondos, remesas, pagos y cobros a comercios o cualquier otra actividad que requiera la movilización de fondos propios o de terceros y que fueron denominadas como “proveedores de servicios de pagos” en el artículo 2 del Reglamento del Sistema de Pagos. 

C. 	En cumplimiento y observancia de las disposiciones vigentes sobre prevención de la legitimación de capitales y financiamiento al terrorismo emanadas de los órganos internacionales y autoridades competentes, así como de las buenas prácticas en materia de protección de datos, se consideró necesario continuar con el fortalecimiento de los controles en estas materias. Por esta razón, en agosto de 2021 se modificó el artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos y se estableció que los “proveedores de servicios de pago” deberían disponer de adecuados marcos de gobierno corporativo para gestionar los riesgos asociados a la prevención de la legitimación de capitales y contar con plataformas robustas para salvaguardar la información de los usuarios de los servicios financieros que utilizan los servicios de pago de esos sujetos obligados. 

D. 	El Banco Central de Costa Rica, por medio del artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos, confió a la Superintendencia General de Entidades Financieras la verificación del cumplimiento de estas nuevas disposiciones, para lo cual, mediante la Resolución SGF-0479-2022 del 10 de marzo de 2022, esa superintendencia le comunicó a los “Proveedores de Servicios de Pago” los requisitos que deberían de cumplir, concediéndoles un plazo de 8 meses para su atención. 

E. 	Sobre la relevancia de empresas como los “proveedores de servicios de pago”, en el informe económico de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos titulado Estudios Económicos de la OCDE: Costa Rica. Julio 2020, se destacó que la inclusión, “de las nuevas empresas fintech permitiría incrementar los resultados de inclusión financiera en Costa Rica…”; además, de que, “…la penetración de las empresas fintech también puede aumentar la competencia en el sistema financiero…” y que, “… una mejor competencia en los mercados financieros reduciría los márgenes de intermediación y los costos de transacción, lo que resultaría en un mayor bienestar de los consumidores.” 

F. 	La Ley 7786, en sus artículos 15 y 15 bis, dispone que empresas como los “Proveedores de Servicios de Pago” deberán someterse a la supervisión de la Sugef, respecto de la materia de prevención de la legitimación de capitales, el financiamiento al terrorismo y el financiamiento de la proliferación de armas de destrucción masiva, de modo que, el requerimiento de contar con un adecuado marco de gobierno corporativo para gestionar riesgos asociados a la prevención de dichas actividades es una competencia propia de la Sugef, razón por la cual resulta redundante y por lo tanto innecesario incluir esta disposición en el Reglamento del Sistema de Pagos. 

G. 	El Banco Central de Costa Rica tiene la responsabilidad de promover por la eficiencia y seguridad del sistema de pagos, razón por la cual se considera adecuado que sea el propio Banco Central el que asuma la labor de seguimiento y verificación de que estos nuevos participantes del Sinpe cumplan con los requisitos de seguridad de la información que se definan para la protección de la plataforma del Sinpe.

dispuso en firme: 

aprobar la modificación del artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos, para que, en adelante, se lea como a continuación se expondrá:
 
“Artículo 6. Proveedores de servicios de pago. 

Estas empresas deberán estar inscritas ante la Sugef para efectos de cumplir con lo establecido en el artículo 15 y artículo 15 bis) de la Ley 7786; además, deben de cumplir con los requisitos de seguridad de la información para la protección de la plataforma del Sinpe, de conformidad con lo establecido en la Serie de Normas y Procedimientos del Sinpe. Esto constituye una condición necesaria para que el BCCR otorgue y mantenga la autorización de proveedor de servicios de pago”.

Rige a partir del 21 de diciembre del 2022.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: Tomar nota de lo comunicado por la señora Celia Alpízar Paniagua, Secretaria General interina de la Junta Directiva del Banco Central de Costa Rica, en oficio N° JD-6099/04 del 28 de diciembre del 2022, sobre el Artículo 4 del acta de la sesión 6099-2022, celebrada el 21 de diciembre de 2022, sobre aprobar la modificación del artículo 6 del Reglamento del Sistema de Pagos.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
[bookmark: _Toc124527813]ARTÍCULO XXI
Documento N° 1178-2022
Conoce esta Junta Administradora el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 106-2022 celebrada el 01 de diciembre del 2022, artículo XXIII, que literalmente dice:
“En sesión N° 63-2022 celebrada el 28 de julio de 2022, articulo XXXI, se conoció lo que literalmente dice:

“En sesión N° 81-07 celebrada el 30 de octubre de 2007, artículo LXX, en lo que interesa aprobó, dentro de los lineamientos para el mejor funcionamiento y agilidad del citado Consejo, que en los casos en que se solicite la publicación de una circular, se envíe la propuesta de redacción respectiva.

En oficio número 0210-DJA-2022 del 19 de julio de 2022, el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, remitió la siguiente solicitud:

[bookmark: _Hlk109391075]“Como es de su estimable conocimiento la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) fue creada como parte de la reforma al Título IX “Régimen de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” de la Ley Orgánica del Poder Judicial en el año 2018 (reforma mediante Ley N°. 9544), a continuación, los antecedentes más importantes: 

1. Mediante oficio N.° SP-1399-2020, la Superintendencia de Pensiones (SUPEN) ante consulta planteada por la Procuraduría General de la República y en su papel de ente supervisor del Sistema Nacional de Pensiones Costarricense (SNP) emite en sus conclusiones sobre la naturaleza jurídica de este nuevo órgano lo siguiente:

“De conformidad con lo indicado en los apartados anteriores, esta Superintendencia atiende la consulta formulada e informa a esa Procuraduría General que comparte lo planteado en el criterio que acompaña el oficio N° 393-2020, en el sentido de que la naturaleza de la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial es la de un órgano desconcentrado máximo con personalidad jurídica instrumental, que goza de autonomía administrativa y técnica en la toma de decisiones en materia de jubilaciones y pensiones, tiene potestades disciplinarias y de dirección sobre su personal, dispone de su presupuesto y ostenta la representación legal del Fondo. 

Esta Superintendencia considera, además, que, dada su naturaleza de órgano desconcentrado, la Junta no se encuentra desligada orgánicamente del Poder Judicial, el cual debe velar por su adecuado funcionamiento.” El resaltado no es del original.

1. La Procuraduría General de la República, mediante dictamen N°. C-021-2021 de fecha 29 de enero de 2021, aclara la naturaleza jurídica de la JUNAFO y su relación con el Poder Judicial, estableciendo en las conclusiones de su dictamen lo siguiente:

“C. Conclusión:

De conformidad con lo expuesto, es criterio de la Procuraduría General de República, que:

1.	La Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial es un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen, dotado de personalidad jurídica instrumental para la gestión más eficiente de su propio presupuesto y de los recursos que componen el aludido fondo. 

2.	La naturaleza jurídica de la Junta, a la que el artículo 239 de la LOPJ le confiere poderes – incluso normativos – que inciden directamente en la gestión de los recursos humanos a su cargo; no desliga a su personal del Poder Judicial, con el que sigue manteniendo una relación de empleo público” El resaltado no es del original.

Al respecto, conviene aclarar que mediante dicho dictamen se declara a la JUNAFO como “un órgano con grado de desconcentración máxima del Poder Judicial para la administración de dicho régimen…”, así mismo dicho dictamen es claro en señalar que: “… reiteramos que la consideración de la Junta como un órgano en grado de desconcentración máxima con personalidad jurídica instrumental no interrumpe su relación orgánica con el Poder Judicial”, debido a lo cual este cuerpo colegiado mantiene dicha relación al indicar que: “… la Corte Plena retenga ciertas potestades propias de su condición de superior jerarca dentro del Poder Judicial…”.

1. La Dirección de la JUNAFO es creada mediante acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión N.° 26-2021, artículo XXXI del 06 de abril de 2021, para que su personal “responda directamente” a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial (JUNAFO) y coadyuve en las gestiones que por ley le han sido asignadas a este cuerpo colegiado como el brazo administrativo en el cual se desarrollan las principales actividades y labores para el adecuado funcionamiento de este Órgano y la correcta gestión del régimen administrado, conforme se indicó en el oficio N°. 3092-2021 de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, el cual para lo que interesa reza lo siguiente:

“[…] 2.) Deberán las dependencias del Poder judicial mantener el apoyo que actualmente brindan a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. 3.) Autorizar a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, para que solicite directamente en caso de ser necesario a las dependencias del Poder Judicial los requerimientos específicos que permitan el correcto funcionamiento del Fondo…”. 

Cabe destacar que, al momento de constitución de esta Dirección de la JUNAFO, es que se realiza un inventario de aquellas plazas previamente creadas en el Poder Judicial que, en sus labores ordinarias dedicaban más de un 75% de su tiempo a actividades relacionadas con el Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, por lo cual, se ceden 19 plazas (se rectifica más adelante a 18) en sesión N°. 33-2021 del 27 de abril de 2021 en artículo XXX para que conformen este aparato administrativo inicial, no obstante, es destacable que quedan funciones complementarias, ocasionales y de apoyo al Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones que por principios de eficiencia, eficacia y/o especialización no convenía trasladar y en su lugar mantener los apoyos respectivos desde cada dependencia del Poder Judicial cuando así sea requerido. De tal manera, conviene recordar que desde la creación del Régimen del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial durante más de 80 años, que se mantuvo su administración por parte de la cúpula de este Poder de la República fueron creadas diversas plazas en varias dependencias para ejecutar o coadyuvar en la correcta gestión de este régimen y que no fueron trasladas a esta Dirección al momento de su creación, por considerarse que tendrían un uso más eficiente de los recursos, si se mantenían en las áreas previamente asignadas.

Así mismo, es importante destacar que la Comisión de Clasificadores del Ministerio de Hacienda ubica a la JUNAFO como un órgano desconcentrado del Sector Público Costarricense, asignándole el código N.° 1.1111.770.301, la Dirección de la JUNAFO es creada como una oficina más del Poder Judicial con el código N.° 1907, el presupuesto de esta es parte de la estructura programática de este Poder de la República, mediante el programa presupuestario N.° 951 y todas las personas funcionarias que laboran para la JUNAFO mantienen su relación de empleo público y patronal con el Poder Judicial, conforme lo dictaminó el criterio de la Procuraduría General de la República, en razón de lo cual, estima clara y evidentemente la relación interorgánica existente entre la JUNAFO y el Poder Judicial.

Por último es destacable, que con el presupuesto de la JUNAFO (proveniente de la comisión de administración del cinco por mil) se cubren los salarios y componentes salariales de todas las nuevas plazas creadas para atender los requisitos de Ley (28 plazas en total a partir del año 2023) y demás gastos variables necesarios para la operación del F.J.P.P.J. para lo cual, se estima será utilizado en un 97% del total de ingreso estimado por esa vía, limitando la posibilidad de crecimiento del gasto futuro, conforme se pudo apreciar en el proceso de tramitación del presupuesto correspondiente, realizado ante el estimable Consejo Superior y la honorable Corte Plena.

Es con base a los elementos antes indicados que, se solicita el apoyo de ese estimable Consejo Superior para que se emita y formalice por los medios de comunicación internos habituales, una circular haciendo énfasis en la necesidad que todas las direcciones, departamentos y demás dependencias que conforman la institución brinden su apoyo en las actividades que desarrolla la JUNAFO y la Dirección de la JUNAFO cuando así sea requerido, esto como parte de las acciones que requiere el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial para su correcto funcionamiento e implementación de las directrices emitidas tanto por el Consejo Nacional de Supervisión del Sistema Financiero (CONASSIF) y la Superintendencia de Pensiones (SUPEN). 

En el caso que alguna dependencia efectúe algún trámite sobre la posibilidad de dejar de brindar el apoyo correspondiente se sugiere respetuosamente que se analice mantener el apoyo como hasta a la fecha sea realizado o en su defecto se analice el eventual traslado de las plazas que ejecutan la actividad que dejaría de ser soportada por dicha dependencia a la Dirección de la JUNAFO, si es voluntad de este estimable Consejo Superior, realizar el traslado definitivo de la actividad señalada.

(…).”
- 0 -

Interviene la Integrante Pizarro Gutiérrez: “Es que no estaríamos dando algo específico, sino algo muy amplio, y una vez que el Consejo emita esa circular, vendrían los reclamos.”

Manifiesta la Directora Ejecutiva Romero Jenkins: “En ese sentido, ustedes saben he sido de las primeras en apoyar la gestión de la Junta, de que se pudiera constituir, sin embargo, también tengo mi preocupación de esta amplitud porque les puedo señalar un caso concreto, que nosotros les veníamos haciendo a ellos de los dineros del fondo de socorro mutuo, les veníamos cobrando a la persona beneficiaria cuando existían sumas que el fallecido le debía al fondo.

Ya, cuando se dio ese traslado les indiqué, miren nosotros por un tema de competencia no podemos seguir haciendo esta labor y ellos vienen y presentado una reconsideración y es que aquí eso no puede ser indiscriminado, hay temas que son de competencia y temas que son de un trasfondo jurídico.

Me parece que lo razonable es que señalen los casos en concreto.”

[bookmark: _Hlk110587316]Señala la Integrante Pizarro Gutiérrez: “Correcto, que ellos indiquen cuales son esos casos o esos asuntos donde ellos requieren el apoyo, o indicarles que ese apoyo se les dará siempre y cuando sea legalmente posible.”

Prosigue la Directora Ejecutiva Romero Jenkins: “Es que si el caso deja de ser general y es para el caso concreto no aplicaría la circular, porque más bien habría que dirigirlo a la dependencia que no les está prestando colaboración en tanto legalmente le tenga que dar.”

Añade la Integrante Pizarro Gutiérrez: “Que, de previo, ellos informen, que es lo que necesitan, cual es el apoyo y también que legalmente sea posible.”

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Deberá la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, comunicar a este Consejo, cuáles son esas oficinas o dependencias donde han requerido la colaboración y les ha sido denegada, por cuanto se les dará el apoyo siempre y cuando sea legalmente posible.”

- 0 -

El máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0405-DJA-2022 del 22 de noviembre de 2022, informó lo siguiente:

“En atención a lo acordado por ese estimable Consejo Superior en sesión N.° 63-2022 del pasado 28 de julio de 2022, artículo XXXI, en la cual se dispuso lo siguiente:
“[…] Deberá la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, comunicar a este Consejo, cuáles son esas oficinas o dependencias donde han requerido la colaboración y les ha sido denegada, por cuanto se les dará el apoyo siempre y cuando sea legalmente posible...”

Al respecto, se procede a informar lo siguiente: 

· A la fecha no se ha presentado ninguna negativa por parte de las oficinas del Poder Judicial de prestar colaboración en las actividades que así han sido requeridas por la JUNAFO y por la Dirección de la JUNAFO. En el momento que se presente dicha situación se hará de conocimiento del estimable Consejo Superior para lo que a bien estime.

· La circular se propuso con el fin de hacer un comunicado general a las oficinas sobre la importancia de la colaboración para la JUNAFO y la Dirección de la JUNAFO, toda vez que las oficinas deberían tener clara la relevancia y relación directa que tienen las actividades del Departamento de Trabajo Social y Psicología, Macroproceso Financiero Contable, Departamento de Proveeduría, Departamento de Servicios Generales, las Administraciones Regionales, Dirección de Gestión Humana, Dirección de Planificación, Dirección de Tecnología de la Información y Comunicaciones, entre otras oficinas, que contribuyen y enriquecen el quehacer diario de la Dirección de la JUNAFO y finalmente se traduce en un beneficio para la población trabajadora, jubilada y pensionada, que en caso de no contar con ese apoyo intrainstitucional verían afectados sus intereses, al tener que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial optar por los servicios sea creándolos en su estructura o con servicios tercerizados, la necesidad de aumentar la comisión por gastos administrativos para cubrir esos servicios adicionales, lo que impactaría directamente a todas las personas beneficiarias y/o afiliadas al FJPPJ.

Agradeciendo la atención brindada y en la mayor disposición de aclarar cualquier duda que surja, se despide atentamente.”

- 0 -

Interviene la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva: "La gestión inicial, era una circular en términos generales para disponer que las dependencias del Poder Judicial, le dieran apoyo a la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en los diferentes trámites, entonces el Consejo Superior previamente le dijo que, concretara si había alguna dependencia que no los estaba apoyando para dirigirla en forma concreta, pero dicen que el objetivo es que en términos generales, se le hiciera una instancia a las oficinas para que tuvieran clara las relevancias y la relación, por eso yo entiendo que ellos mantienen el interés de que se emita la circular, entonces, el Consejo Superior tendría que resolver. 

Manifiesta la integrante Pizarro Gutiérrez: “Con vistas a lo que la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial están indicando, yo no le veo sentido emitir una circular, llenar más el sistema de circulares, cuando ellos mismos están diciendo que ninguna oficina les ha prestado resistencia u oposición a los requerimientos que ellos están haciendo”.

Indica la integrante Álvarez Acosta: "La Dirección de Gestión Humana, Dirección de Tecnología de la Información y la Dirección Ejecutiva todos le han respondido, pero, pienso que no está de más la circular, es solo un refrescamiento que se les debe dar el apoyo, nada más; no veo malo que se emita la circular”.

Agrega la integrante Carmona Castro: “Estoy de acuerdo en que se pueda emitir la circular, no le veo ningún perjuicio”.

Dice la integrante suplente licenciada Ana Briceño Yock: “Yo creo que está cumpliendo y sería una circular redundante, porque se está cumpliendo con el objetivo que ellos pidieron”.

Concluye el Presidente, magistrado Aguirre Gómez: “A mí me parece que efectivamente, si ellos no tienen problemas en ese sentido el único interés sería para que la gente sepa que tiene esa obligación, pero me parece que si no existe ningún problema en ese sentido no”.

- 0 -

[bookmark: _Hlk121735749]Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por el máster Oslean Mora Valdez, Director interino de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en oficio N° 0405-DJA-2022 del 22 de noviembre de 2022, en que aclara que a la fecha no se ha presentado ninguna negativa por parte de las oficinas del Poder Judicial de prestar colaboración en las actividades que así han sido requeridas por la JUNAFO. 2.) En razón de lo informado por el máster Oslean Mora Valdez, en su citado carácter, denegar la gestión presentada por la JUNAFO en relación con la circular, lo anterior, debido a que no se ha presentado ninguna negativa por parte de las oficinas del Poder Judicial, de prestar colaboración en las actividades que así han sido requeridas por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial.”

- 0 -
Se acuerda:	Una vez conocido y discutido el tema como se ha indicado anteriormente, la Junta acuerda: 1.) Tomar nota de lo acordado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión N° 106-2022 celebrada el 01 de diciembre del 2022, artículo XXIII, sobre la propuesta realizada por la Dirección de la JUNAFO, de emitir una circular con el fin de hacer un comunicado general a las oficinas sobre la importancia de la colaboración para la JUNAFO y la Dirección de la JUNAFO. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial – JUNAFO.
Se procede con la votación, se aprueba por unanimidad, y se declara acuerdo firme. Comuníquese.
-o0o-
A las once horas cincuenta y cinco minutos terminó la sesión.


Doctor Juan Carlos Segura Solís     Máster Rodrigo Arroyo Guzmán
Presidente Junta Administradora     Secretario Junta Administradora
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I. INFORMACIÓN GENERAL. 
 


1.1 Antecedente:  


 


En atención a lo consignado por la Junta Administradora del Fondo de Jubilaciones y 


Pensiones del Poder Judicial en sesión N.°18-2020 del 01 de junio de 2020 artículo VI, 


la Dirección de la Junta Administradora del FJPPJ, Subproceso Administrativo 


Financiero, realizó el análisis comparativo de títulos valores de las inversiones relativas 


al Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, con los estados remitidos por 


el BCR Custodio. 


 


Asimismo, en cumplimiento con lo establecido en el Reglamento de Gestión de Activos 


artículo N.º 53 sobre el control de cumplimientos de las condiciones del servicio de 


custodia de valores, que establece: 


 


“…Las entidades reguladas deben observar que las entidades de custodia, a lo largo del 
tiempo cumplan con lo siguiente: 
 
a. El envío por parte de las confirmaciones de cualquier movimiento en las cuentas de 


los fondos, luego que estos se produzcan. 
 


b. Reporte periódico a la entidad regulada del detalle de títulos bajo su custodia, así 
como los ingresos y salidas de efectivo producto del pago de intereses, dividendos, 
comisiones y cualquier otro que corresponda. 


 
c. Control de las transacciones que registra la entidad de custodia. Para lo anterior, los 


mecanismos de control deben procurar al menos la conciliación diaria de las 
posiciones. 
 


d. Las operaciones con valores por cuenta de los fondos administrados deben ser 
aceptadas por la entidad regulada ante la entidad de custodia, dentro de los plazos del 
ciclo de liquidación…” 


 


1.2 Procedimiento: 


 


El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que 


respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados1, así como los títulos 


valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos 


económicos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial; lo anterior, de 


acuerdo con la información obtenida con corte al 30 de noviembre de 2022. 


 
1Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico. 
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1.3 Situaciones detectadas: 


 


En cuanto a los cupones se realizaron varios intentos con el propósito de determinar el 


método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual generó la inversión 


de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la información contenida 


en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó: 


 


 Los cupones se reflejaban agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento 


por lo que no es factible conciliarlos individualmente. 


 Se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren 


levemente a los registrados en el Sistema Integrado de Carteras de Inversión 


(diferencias en decimales).  


 


Por otra parte, es importante indicar que algunas diferencias presentadas en meses 


anteriores, correspondían a la diferencia en la metodología del cálculo de intereses para 


inversiones con tasa variable; sin embargo, conforme la reunión sostenida con el BCR 


Custodio se determinó que éstas diferencias corresponden a cupones de intereses 


proyectados (dado que la tasa de interés se calcula en la fecha de inicio de cada cupón), 


por lo que no se reflejan en los resultados obtenidos en la presente conciliación. 


 


Para este período, el análisis comparativo de la información brindada por los emisores 


y ente custodio, contra los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos 


del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, se presenta diferencias de 


escasa relevancia, a continuación, el detalle:  
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II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES 


 
En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de 


instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones, siendo 


que hay diferencias no significativas las cuales se deben a: 


 El Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), remite estado de cuenta que no 


contiene toda la información necesaria, para conciliar con el Sistema de Cartera 


de Inversiones (SCI). 


 En algunos cupones, se presentan diferencias entre el monto del Sistema de 


Cartera de Inversiones (SCI) y el contenido en los estados de cuenta del BCR, 


esto producto de ajustes en el proceso de convertir tasas brutas a tasa neta, 


conforme la exoneración del impuesto sobre la renta que goza el FJPPJ.    


En complemento a lo anterior, se determinó que las diferencias encontradas son 


justificables, para lo cual se subsanaron las diferencia que existía en los cupones en 


colones.  


 
 
 
 
 


Lcda. Yesenia Flores Chacón 


Jefa, a.i. Subproceso Administrativo Financiero 


Dirección de la JUNAFO 
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Cuadro No 1

Aporte del padre al hijo

IConcepto

Monto mensual

Pension alimentaria ¢175,812

¢175,812

TOTAL

¢ 175,812
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